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- ACCIÓN DE TUTELA: Procedimiento preferente y sumario, que busca la 
protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales. 
  Mecanismo que procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. 
 
- NULIDAD DEL TRASLADO: La nulidad de Traslado de Régimen Pensional, 
se origina por la inobservancia del ordenamiento jurídico referente al traslado 
de régimen pensional, generalmente ocurre por vicios de consentimiento 
generado por la información incompleta e incomprensible suministrada por 
parte del Fondo Pensional a las personas que desean en algún momento 
trasladarse. 
 
- REGÍMENES PENSIONALES: En Colombia existen dos regímenes 
pensionales diferentes, pero que coexisten a saber: El Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad (RAIS) y el Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida (RPM). Contando cada uno con características propias, 
entre las que se encuentran su financiación, calculo pensional y requisitos de 
administración de los recursos, siendo el primero administrado por fondos 
privados y el segundo por fondos públicos. 
 
- SUBSIDIOS PENSIONALES: La normativa establece una subcuenta 
denominada solidaridad administrada por el Estado a través del Consorcio 
Colombia Mayor, para subsidiar los aportes de cierta población que por su 
condición socioeconómica se le imposibilita amparar la prevención a la vejez. 
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- TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL: Las disposiciones jurídicas 
señalan que los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger 
el régimen de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, 
estos sólo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) 
años, contados a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la 
vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen 
cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener 



















El presente estudio versará sobre la procedencia excepcional de la acción de 
tutela para la declaratoria de nulidad de traslado de Regímenes del Sistema 
General de Pensiones  para obtener  subsidio pensional, mecanismo 
fundamental que contribuye a la defensa de las personas que por su condición 
socioeconómica se le imposibilita amparar la prevención a la vejez, siendo esta 
última de vital importancia en el ordenamiento jurídico al considerar como su 
base fundamental la dignidad humana que atraviesa el andamiaje normativo 
colombiano. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que en la práctica no existe aplicabilidad de 
las disposiciones constitucionales expuestas en líneas anteriores, ni a lo 
señalado en el artículo 2.2.14.5.8 del Decreto 387 del 26 de febrero de  2018, 
a través del cual se establece que a partir de su vigencia solo se podrán afiliar 
al Subsidio al Aporte para Pensión que adelanta el administrador fiduciario del 
Fondo de Solidaridad Pensional cierto grupo poblacional, ni con los requisitos 
del artículo 26 de la Ley 100 de 1993. 
 
La afirmación antes dicha se verifica al observar que, las personas que se 
encuentren afiliadas al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad y les 
faltaren menos de 10 años para cumplir la edad pensional y sus condiciones 
económicas imposibiliten la continuidad de sus cotizaciones, tienen limitados 
los beneficios de los subsidios administrados por el Estado a través del 
Consorcio Colombia Mayor; quedando así claro a que uno de los 
impajaritables requisitos para acceder a los beneficios del Régimen 
Subsidiado Pensional, es encontrarse afiliado al Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, Régimen al cual no pueden acceder este grupo de 
personas por las limitaciones impuestas por la Ley, desconociendo que en la 
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mayoría de estos casos el traslado de Régimen Pensional se efectuó sin la 
correspondiente información que exige la ley sobre los beneficios y perjuicios 
de la referida decisión.  
 
En efecto, se tiene que bajo las condiciones propias de la solicitud de nulidad 
de traslado se ha indicado que el único mecanismo judicial que se ha estudiado 
como procedente, es el agotamiento de un Proceso Ordinario Laboral de 
Primera Instancia, que por su naturaleza, goza de dos instancia mínimas y un 
potencial recurso extraordinario de casación, etapas que albergarían una 
duración superior a un año, y con ello cada mensualidad que transcurra sin la 
definición de su régimen pensional pierden la posibilidad de recibir subsidios 
aunque se encuentren dentro del grupo poblacional descrito en las 
disposiciones jurídicas. 
 
De esta manera, las personas que están previstas dentro de las excepciones 
del Decreto 387 del 26 de febrero de  2018, para afiliarse  al Subsidio al Aporte 
para Pensión que adelanta el administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad 
Pensional, solo podrán salvaguardar sus derechos por medio de la acción de 
tutela, toda vez que en ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre 
su solicitud y su resolución; situación contraria ocurriría con el Proceso 
Ordinario Laboral de Primera Instancia, en el que cuenta con un compás de 
tiempo superior a un año, en  el que aquellas personas se ven afectadas en 
sus derechos de corte fundamental. 
 
Ahora bien, en la realización de este estudio se desarrollaron 4 capítulos, en 
el primero hace referencia a la definición y los principios del Sistema de 
Seguridad Social Integral, en el segundo capítulo frente a los regímenes 
pensionales vigentes en Colombia, haciendo énfasis en el régimen subsidiado, 
alcances, beneficiarios y temporalidad de este, luego de lo cual, en el capítulo 
3 se aborda el análisis de la nulidad de traslado, causales de procedencia y 
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desarrollo del proceso ordinario laboral, para finalmente, en el capítulo 4 se 
desciende al estudio de la procedencia de la acción de tutela en asuntos 
pensionales y su incidencia en el caso concreto.  
 
Es así como al finalizar este trabajo, se espera demostrar la procedencia 
excepcional de la Acción de Tutela, como mecanismo de acceso a la 












1. SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL 
 
 
1.1 DEFINICIÓN Y PRINCIPIOS DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL 
INTEGRAL 
 
En desarrollo de la obligación que la Constitución Política le atribuyó al Estado 
de reglamentar la Seguridad Social Integral en Colombia, el legislador profirió 
la Ley 100 del 23 de diciembre 1993 “Por la cual se crea el sistema de 
seguridad social integral y se dictan otras disposiciones” que reguló el tema de 
manera integral estableciendo; 
 
Artículo 1o. Sistema de seguridad social integral. El sistema de 
seguridad social integral tiene por objeto garantizar los derechos 
irrenunciables de la persona y la comunidad para obtener la calidad 
de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de 
las contingencias que la afecten. 
 
El sistema comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, las 
instituciones y los recursos destinados a garantizar la cobertura de 
las prestaciones de carácter económico, de salud y servicios 
complementarios, materia de esta ley, u otras que se incorporen 
normativamente en el futuro. 
 
Se avizora que, el sistema jurídico colombiano estableció como atributo 
fundamental de la Seguridad Social Integral la dignidad humana, es por ello 
que, es de vital importancia su eficacia, en las esferas de la promulgación y 
aplicación de las disposiciones normativas, para así alcanzar los fines 
propuestos en su contenido, teniendo en cuenta la cronología de la norma. 
 
Es importante tener presente los momentos en la cronología de una norma: 
“promulgación, ejecución y eficacia”, en el que se derivan tres tipos de eficacia 
simbólica, a saber: el primero es la “eficacia enunciativa”, que proviene de las 
normas, que una vez promulgadas, no son aplicadas y por lo tanto, no 
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consiguen ningún tipo de eficacia instrumental, porque solo es una norma 
enunciativa que no alcanza grado alguno de ejecución o aplicación. En el 
segundo tipo de eficacia simbólica se encuentran las normas que han sido 
promulgadas y aplicadas, pero que no logran los objetivos propuestos, 
contenidos en su discurso; solo se quedan en la mera intención plasmada en 
su contenido; al resultado de estas normas, “eficacia argumentativa”. Y en el 
último y tercer tipo de eficacia simbólica, se agrupan las normas que han sido 
promulgadas, aplicadas y que logran los fines propuestos en su contenido; a 
este grupo de normas las denomina como de “eficacia substancial” (García, 
1993, pág. 237). 
 
Las normas pueden tener eficacia enunciativa y argumentativa, porque han 
sido promulgadas y son aplicadas, alcanzando con ello una eficacia 
instrumental; es así como existen normas que tienen un contenido enunciativo 
(eficacia simbólica enunciativa) y que son aplicadas porque poseen eficacia 
argumentativa; pero no logran los objetivos propuestos en su contenido. A 
estas normas, se denominan de eficacia instrumental, es decir, normas 
legalmente promulgadas y aplicadas, pero sin el logro de los fines propuestos 
en su contenido (García, 1993). 
 
En lo concerniente al Fondo de Solidaridad Pensional, se considera que las 
normas que lo consagran, hacen que tenga una mera eficacia instrumental, ya 
que no se logran los objetivos propuestos en sus contenidos. En este sentido, 
es importante anotar que hay realidades que deben ser consideradas cuando 
se formulan las normas, en el caso del régimen subsidiado pensional, hay un 
sinnúmero de factores que afectan secuencialmente el pago oportuno de los 
aportes, por un lado tenemos, la inestabilidad laboral de los grupos 
poblacionales beneficiarios, por otro lado, las obligaciones familiares que estos 
tienen, ya que son personas de estrato 1 y 2, con dos o tres personas a su 
cargo, factores que dificultan responder por el pago de los aportes a pensión, 
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lo que genera, períodos de mora muy extensos, y por consiguiente exclusión 
del sistema.  (Régimen Subsidiado Pensional en Colombia: Un Análisis desde 
la Eficacia del Principio de Universalidad, 2013).  
 
En consecuencia, para el logro de la denominada eficacia substancial, que 
involucra la promulgación, aplicación y los fines de la norma que contiene los 
presupuestos establecidos por el legislador en materia de Seguridad Social 
Integral, debe ser de estricta observancia los principios que la gobiernan, 
previstos en la Ley 100 de 1993; así:  
 
Artículo 2. Principios. El servicio público esencial de seguridad 
social se prestará con sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad, solidaridad, integralidad, unidad y participación: 
 
a. EFICIENCIA. Es la mejor utilización social y económica de los 
recursos administrativos, técnicos y financieros disponibles para 
que los beneficios a que da derecho la seguridad social sean 
prestados en forma adecuada, oportuna y suficiente; 
 
b. UNIVERSALIDAD. Es la garantía de la protección para todas las 
personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la 
vida; 
 
c. SOLIDARIDAD. Es la práctica de la mutua ayuda entre las 
personas, las generaciones, los sectores económicos, las regiones 
y las comunidades bajo el principio del más fuerte hacia el más 
débil. 
 
Es deber del Estado garantizar la solidaridad en el régimen de 
Seguridad Social mediante su participación, control y dirección del 
mismo. 
 
Los recursos provenientes del erario público en el Sistema de 
Seguridad se aplicarán siempre a los grupos de población más 
vulnerables. 
 
d. INTEGRALIDAD. Es la cobertura de todas las contingencias que 
afectan la salud, la capacidad económica y en general las 
condiciones de vida de toda la población. Para este efecto cada 
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quien contribuirá según su capacidad y recibirá lo necesario para 
atender sus contingencias amparadas por esta Ley; 
 
e. UNIDAD. Es la articulación de políticas, instituciones, regímenes, 
procedimientos y prestaciones para alcanzar los fines de la 
seguridad social, y 
 
f. PARTICIPACIÓN. Es la intervención de la comunidad a través de 
los beneficiarios de la seguridad social en la organización, control, 
gestión y fiscalización de las instituciones y del sistema en su 
conjunto. 
 
PARÁGRAFO. La seguridad social se desarrollará en forma 
progresiva, con el objeto de amparar a la población y la calidad de 
vida. 
 
En efecto, se destaca que la materialización de los principios expuestos de la 
Seguridad Social Integral, se establece por medio del bienestar del individuo 
como responsabilidad del colectivo social y su límite está determinado por el 
momento en que haya resuelto el problema de subsistencia, aspectos que son 
de relevancia a la hora de la aplicación del principio de universalidad. 
 
La Universalidad es un principio que en política social se enfoca a toda la 
sociedad de manera general, sin distingos de clase, religión, edad, raza, 
orientación sexual, o género. La política social universalista es un enfoque 
institucional redistributivo, que considera al bienestar social como una 
institución muy importante integrada en la sociedad, que proporciona servicios 
generales fuera del mercado basándose en el principio de necesidad (Titmuss, 
1981, pág. 39). Una primera característica en este modelo es que no reconoce 
un límite fijo para los compromisos de bienestar público. El punto de vista 
fundamental en este enfoque es que el bienestar del individuo es 
responsabilidad del colectivo social y su límite está determinado por el 
momento en que el individuo haya resuelto el problema de bienestar social, en 
función de su posibilidad de ser socialmente productivo (Gosta Espring & 
Walter, 1987, págs. 42-43). 
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El universalismo promueve el principio de que todos los ciudadanos deberían 
ser titulares de un estándar de vida decente y que todos los derechos de la 
ciudadanía deben ser garantizados incondicionalmente. La segunda 
característica de este principio es que tiende a desmercantilizar las preferencias 
como la base económica del individuo, es decir, en relación con las mercancías 
no es lo único que genera bienestar en dicho individuo. En esta perspectiva 
prima la fortaleza de los derechos y el grado de comodidad de los individuos. 
Esto se evalúa de acuerdo con dos aspectos: el primero analiza cómo son 
satisfechas las necesidades humanas normales de los individuos y si dichas 
necesidades se satisfacen o no a través de programas sociales; y el segundo 
aspecto es valorar qué tan adecuado es el estándar de vida de la población. 
Una tercera característica del universalismo es que el Estado debe promover 
mecanismos de amplia solidaridad social en razón a que beneficiaría de la 
política social a toda la población, base de la ciudadanía compartida. El 
universalismo en la política social es el derecho que reconoce a sus ciudadanos 
el acceso gratis, o lo más barato que sea posible, y universalmente, a aquellos 
bienes que son indispensables para ampliar las capacidades y lograr la libertad 
real (Gosta Espring & Walter, 1987, pág. 196). (Régimen Subsidiado Pensional: 
el caso de Medellín durante el periodo 1996-2008, 2014). 
 
En Sentencia C-967 de 2003 se plantean algunos aspectos constitucionales 
del principio de universalidad como extensión de la prestación del servicio de 
Seguridad Social Integral a todos los habitantes del territorio nacional: 
 
El régimen de seguridad social en materia de pensiones tiene por 
objeto garantizar a la población el amparo contra las contingencias 
derivadas de la vejez, la invalidez o la muerte, mediante el 
reconocimiento de pensiones y prestaciones que se determinan en 
la ley, previo el lleno de ciertos requisitos que en ella misma se 
determinan para acceder a tales beneficios. En aplicación del 
principio de universalidad, pretende extenderse a todos los 
habitantes del territorio nacional. En tal virtud la afiliación al régimen 
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hoy en día es obligatoria para todos los trabajadores dependientes 
e independientes (Sentencia Corte Constitucional, 967 de 2003) 
 
Conforme a lo expuesto, se destaca que, la Organización Internacional del 
Trabajo-OIT- declaró la universalidad como el mayor reto que confrontan los 
sistemas de seguridad social, precisando la importancia de “renovar la 
campaña de la OIT para mejorar y extender la cobertura de la seguridad social 
a quienes la necesiten” (Organización Internacional del Trbajo-Seguridad 
Social un Nuevo Consenso, 2002) 
 
1.2 SEGURIDAD SOCIAL EN MATERIA PENSIONAL 
 
Como uno de los componentes de la integralidad del sistema de seguridad 
social, debe entenderse que de este hace parte un módulo de carácter 
pensional, cual tiene como objeto “Garantizar a la población, el amparo contra 
las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el 
reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la 
presente ley, así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a 
los segmentos de población no cubiertos con un sistema de pensiones” (Ley 
100, 1993, Art. 10). Siendo aplicable a todos los habitantes del territorio 
nacional, siempre y cuando hayan cumplido con los requisitos para acceder a 
una Pensión. 
 
Se evidencia de esta manera, un papel importante de los principios fundantes 
del Sistema Integral de la Seguridad Social específicamente en materia 
pensional, resaltándose  la participación activa del Estado mediante el  control 
y dirección del sistema, toda vez que se pasó claramente de un concepto 
restrictivo de seguros sociales a un concepto amplio de seguridad social, 
dando el Estado cumplimento al deber impuesto por los fines estatales entre 
los cuales encuentra propender por la garantía de una vida en condiciones 
dignas. 
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De esta forma y con el objeto claro de abarcar las condiciones propias de los 
afiliados a la seguridad social en pensiones, bajo una mirada de unificación se 
desarrollaron dos regímenes únicos del sistema general de pensiones 
excluyentes pero que coexisten a saber, que son: i) El Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad (RAIS) ii) Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida (RPM), contando cada uno con características propias, entre las que 
se encuentran su financiación, calculo pensional y requisitos de administración 
de los recursos, siendo el primero administrado por los fondos privados y el 
segundo por los fondos públicos. 
 
Al respecto, el documento titulado: Régimen Subsidiado Pensional en 
Colombia: Un Análisis desde la Eficacia del Principio de Universalidad, se  hizo 
mención  del compromiso activo del Estado, en el desarrollo del sistema 
pensional, en los siguientes términos: 
 
El fin de una pensión de invalidez, vejez o muerte es proveer a las 
personas que se ven afectadas por una de tales contingencias, la 
posibilidad de tener las mínimas condiciones necesarias para llevar 
una vida digna. Ese postulado ético, que envuelve una razón 
política y una concepción filosófica sobre los fines de la sociedad 
civil, implica un compromiso activo del Estado para su plena 
realización, puesto que del mismo se desprende el imperativo de la 
Universalidad. La diferencia entre la concepción del seguro social 
como derecho prestacional y la de la seguridad social como derecho 
humano fundamental, resulta determinante en la forma como se 
concibe y desarrolla un sistema pensional, al punto que hoy en 
Colombia es posible afirmar que esa discusión es uno de los ejes 
centrales del debate. 
 
En este sentido, a través de la Ley 100 de 1993, el legislador creó 
el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones y estableció 
dos regímenes de pensiones excluyentes que coexisten: el régimen 
solidario de prima media con prestación definida y el régimen de 
ahorro individual con solidaridad. Según esta estructura, el Sistema 
General de Pensiones colombiano, fue pensado y organizado 
primordialmente para los asalariados del sector formal de la 
economía, cuando es una realidad, que el país posee niveles 
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extremos de informalidad, y la situación de la cobertura en 
pensiones es baja y tiende a empeorar por causa del desempleo y 
el aumento constante de formas precarias de trabajo. (Régimen 
Subsidiado Pensional en Colombia: Un Análisis desde la Eficacia 
del Principio de Universalidad, 2013). 
 
El parrafo anterior pone en evidencia las debilidades /falencias del régimen 
contributivo en materia pensional, al evidenciar que la realidad del Estado 
Colombiano, abarca entres otros aspectos, la informalidad y el desempleo, 
causantes del ausentismo en la formalizacion de afiliacion y cotizacion al 
sistema general de pensiones en el país, lo que generó la necesidad de 
ampliar la cobertura a traves del subsidio pensional, subsidio pensado 
inicialmente para ambos régimenes pensionales, pero en la actualidad llevado 




















2. REGÍMENES PENSIONALES VIGENTES EN COLOMBIA 
 
 
2.1 MARCO NORMATIVO 
 
La Seguridad Social tiene la connotación de ser universal, situación que 
abarca su prestación a toda la población. 
 
Al descender a las  particulares de amparo  a la prevención de la vejez, por 
medio de los regímenes pensionales descritos en líneas anteriores, no 
podemos dejar de lado que dicha condición debe fundarse en las disposiciones 
constitucionales que gobiernan su protección. 
 
Al estudiarse este presupuesto, la Constitución Política en su Artículo 2, 
establece dentro de los  fines esenciales del Estado: “servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar 
la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.” 
 
En concordancia con lo anterior, el artículo 48 de la misma Carta Magna 
estableció que: “La Seguridad Social es un servicio público de carácter 
obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del 
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Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad, en los términos que establezca la Ley. 
 
Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la 
Seguridad Social.” 
 
Según lo anterior, el compromiso del Estado no solo es en la propagación de 
la protección de la seguridad social, sino en la ampliación de la cobertura, sin 
que las condiciones económicas o capacidad de contribución del 
conglomerado social sea una limitante, pues estas normas constitucionales 
tienen un tinte progresista, caracterizado por la protección sin barreras.  
 
De igual manera no sobra aclarar, que estos mandatos constitucionales son 
normas de carácter descriptivo y de construcción argumentativa amplia, que 
exigen la reglamentación detallada de cada una de estas garantías.  
 
Por estas razones, uno de los primeros rasgos característicos de efectividad 
normativa del mandato constitucional es la creación de un Sistema General de 
Pensiones en Colombia compuesto por dos regímenes solidarios pero que 
coexisten a saber, denominados, Régimen Solidario de Prima Media con 
Prestación Definida y Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, previstos 
en el artículo 12 de la Ley 100 de 1993, así:   
 
Artículo 12. Regímenes del sistema general de pensiones. “El Sistema 
General de Pensiones está compuesto por dos regímenes solidarios 
excluyentes pero que coexisten, a saber: 
 
a. Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida. 
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b. Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.” Dichos regímenes, 
están creados para evidenciar una cultura de financiamiento, en el marco de 
la sostenibilidad económica y proyección al sostenimiento futuro, condiciones 
que brindan seguridad y confianza, en el cumplimento de los objetivos 
propuestos.  
 
Lo que no resulta menos cierto, es que para lograr brindar cobertura universal 
al sistema de seguridad social y cumplir con la mencionada ampliación 
poblacional, se encuentra una barrera o brecha económica en la aplicabilidad 
de los postulados constitucionales, pues no toda las personas cuentan con la 
misma capacidad de pago o aporte, que le otorgase la solvencia de pertenecer 
al sistema cumpliendo con la condición de financiamiento que se precisa.  
 
Para dar solución a la problemática fáctica descrita, la Ley 100 de 1993 y los 
Decretos reglamentarios 3771 de 2007(Naturaleza, objeto y recursos del 
Fondo de Solidaridad Pensional), 4944 de 2009 y 1833 de 2016 regulan la 
administración y funcionamiento del fondo Solidaridad Pensional en Colombia, 
el cual se creó inicialmente como una cuenta especial, cuenta que tenía como 
función principal el apoyo económico a cierto grupo poblacional de la 
financiación de los aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones.  
 
Los grupos poblacionales, que se ven protegidos o amparados por dichos 
subsidios, son grupos de condiciones características de precarización y en su 
gran mayoría de difícil acceso económico, y por ende sujetos de especial 
protección estatal, lo que hace que se cumpla claramente con los fines 
propuestos para la creación del mencionado fondo y que se describen de 
forma evidente en el Artículo 26 de la precitada Ley 100 de 1993. “Objeto del 
fondo. <Texto subrayado corregido en los términos de la Sentencia C-
458-15> El Fondo de Solidaridad Pensional tiene por objeto subsidiar los 
aportes al Régimen General de Pensiones de los trabajadores asalariados o 
12 
independientes del sector rural y urbano que carezcan de suficientes recursos 
para efectuar la totalidad del aporte, tales como artistas, deportistas, músicos, 
compositores, toreros y sus subalternos, la mujer microempresaria, las madres 
comunitarias, personas en situación de discapacidad física, psíquica y 
sensorial, los miembros de las cooperativas de trabajo asociado y otras formas 
asociativas de producción, de conformidad con la reglamentación que para el 
efecto expida el Gobierno Nacional. 
 
El subsidio se concederá parcialmente para reemplazar los aportes del 
empleador y del trabajador, o de este último en caso de que tenga la calidad 
de trabajador independiente, hasta por un salario mínimo como base de 
cotización. El Gobierno Nacional reglamentará la proporción del subsidio de 
que trata este inciso. 
 
Los beneficiarios de estos subsidios podrán escoger entre el Régimen 
Solidario de Prima Media con Prestación Definida y el Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad, pero en el evento de seleccionar esta última opción, 
sólo podrán afiliarse a fondos que administren las sociedades administradoras 
que pertenezcan al sector social solidario, siempre y cuando su rentabilidad 
real sea por lo menos igual al promedio de los demás fondos de pensiones de 
conformidad con lo establecido en la presente ley. 
 
Para hacerse acreedor al subsidio el trabajador deberá acreditar su condición 
de afiliado del Régimen General de Seguridad Social en Salud, y pagar la 
porción del aporte que allí le corresponda. 
 
Estos subsidios se otorgan a partir del 1o. de enero de 1.995. 
 
Parágrafo. No podrán ser beneficiarios de este subsidio los trabajadores que 
tengan una cuenta de ahorro pensional voluntario de que trata la presente ley, 
13 
ni aquellos a quienes se les compruebe que pueden pagar la totalidad del 
aporte. 
 
Así, como se evidencia de los capítulos que anteceden, la Seguridad Social 
Integral es una garantía de protección para todas las personas, sin ninguna 
discriminación, en todas las etapas de la vida, reconocida en el ordenamiento 
jurídico colombiano e internacional.  
 
Adicionalmente, Colombia está obligada al cumplimiento de una normativa 
internacional, sobre el desarrollo efectivo de estas garantías, situación que 
genera el estudio de la fuerza vinculante de los instrumentos internacionales 
en el andamiaje normativo colombiano, señalado en el inciso I y II del artículo 
93 de la Constitución Política. 
 
Los tratados y convenios ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia. 
 
A continuación, se anunciarán algunos instrumentos internacionales que 
reconocen la Seguridad Social Integral como garantía de calidad de vida.  
 
o El artículo 9°, numeral 1 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales señala: “Toda persona tiene derecho a 
la seguridad social para que la proteja contra las consecuencias de la vejez 
y la incapacidad que le imposibilita física o mentalmente para obtener los 
medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del 
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beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus 
dependientes”. 
o El artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, ratificado por Colombia mediante la Ley 74 de 1968 dice: "Los 
Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la seguridad social, incluso al seguro social." 
o Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
- Artículo 22 “Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene 
derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo 
nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la 
organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los 
derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su 
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.” 
- Artículo 25, numeral 1 “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, 
y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 
médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a 
los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, 
vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad. 
 
Por otro lado, se observa, en el Documento de Seguridad Social para todos, 
una inversión en la justicia social y en el desarrollo económico- Campaña 
Mundial sobre Seguridad Social y Cobertura para todos del Departamento de 
Seguridad Social- Organización Internacional del Trabajo, que la seguridad 
social es un derecho humano básico, Centrándose claramente en aquellos 
países en los que la gente tiene sólo un acceso limitado a la seguridad social 
o ningún acceso en absoluto, en los capítulos anteriores se sostuvo que existe 
tanto una necesidad vital como un margen considerable para la seguridad 
social en todos los países, con independencia de su estado de desarrollo 
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económico. Además, la seguridad social quedó establecida como un derecho 
humano básico. La apertura de las economías a la competencia de los 
mercados internacionales en las décadas pasadas, no ha conducido, como 
esperaban los optimistas, a un empleo pleno y productivo accesible a todos, 
mujeres y hombres. Si bien fueron muchos los beneficiados, grandes grupos 
han sufrido un descenso de los ingresos y graves pérdidas de su seguridad 
económica y social.  (Seguridad Social para Todos, Una Inversión en la Justicia 
Social y en el Desarrollo Económico- Campaña Mundial Sobre Seguridad 
Social y Cobertura para todos del departamento de Seguridad Social, OIT 
2009). 
 
2.2 RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA 
 
La Ley 100 de 1993 define el Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, y a su vez menciona sus características, señalando entre otros 
aspectos que; (i) Se encontraba a cargo del Seguro Social hoy está a cargo 
de Colpensiones (ii) Es un Régimen Solidario con Prestación Definida (iii) Los 
aportes de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común de 
naturaleza pública.  
 
Artículo 31. Concepto. El régimen de Prima Media con Prestación 
Definida es aquel mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios 
obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o 
una indemnización, previamente definida, de acuerdo con lo 
previsto en el presente Título. 
 
Serán aplicables a este régimen las disposiciones vigentes para los 
seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de 
Seguros Sociales, con las adiciones, modificaciones y excepciones 
contenidas en esta ley.  
 
Artículo 32. Características. El Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida tendrá las siguientes características: 
 
a. Es un régimen solidario de prestación definida; 
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b. <Aparte subrayado condicionalmente EXEQUIBLE> Los aportes 
de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común de 
naturaleza pública, que garantiza el pago de las prestaciones de 
quienes tengan la calidad de pensionados en cada vigencia, los 
respectivos gastos de administración y la constitución de reservas 
de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley. 
 
c. El Estado garantiza el pago de los beneficios a que se hacen 
acreedores los afiliados. 
 
El régimen de prima media con prestación definida, como forma de administrar 
pensiones, se caracteriza por el desarrollo del mutualismo o ayuda mutua 
como se conoce bien; dicho régimen parte de la necesidad imperiosa de la 
existencia de una base aportante, que nutra la consolidación de un fondo 
común, y permita posteriormente la cobertura y el amparo de prestaciones 
económicas propias de dicho régimen, unas de ellas de adquisición anticipada 
en el tiempo (Pensión de Invalidez y Sobrevivencia), que son subsidiadas por 
los demás aportantes, que en el momento de hacerse efectiva la contingencia 
se encuentren en calidad de cotizantes activos.  
 
Así mismo, el régimen de prima media con prestación definida es un régimen 
pensional que se caracteriza por que para la adquisición de derechos o 
prestaciones económicas como la pensión de vejez se basen en la reunión de 
dos requisitos concurrentes, tiempo y edad, la edad mínima dependiendo de 
género y unas semanas mínimas de cotización estandarizadas (1300 en la 
actualidad).  
 
Por su parte el Ministerio de Trabajo ratifica lo expuesto, al indicar que el 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida es aquél “Mediante el cual 
los afiliados o sus beneficiarios obtienen la pensión de vejez, invalidez, de 
sobrevivientes o la indemnización sustitutiva una vez cumplan los requisitos 
previamente definidos por la ley. Las disposiciones vigentes para los seguros 
de invalidez, vejez y muerte se encuentran a cargo de COLPENSIONES” 
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(Ministerio del Trabajo, Preguntas Frecuentes- Sistema General de Pensiones, 
sus Regímenes y los Requisitos de Acceso a las Prestaciones). 
 
2.3 RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD 
 
La Ley 100 de 1993 define el régimen de Prima de Ahorro Individual con 
Solidaridad, y sus  características señalando que; (i) Administra los recursos 
privados y públicos (ii) Se basa en el ahorro proveniente de las cotizaciones y 
sus respectivos rendimientos financieros (iii) El reconocimiento y pago de las 
pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes, así como de las 
indemnizaciones dependerá de los aportes de los afiliados y empleadores, sus 
rendimientos financieros, y de los subsidios del Estado, cuando a ellos hubiere 
lugar. 
 
Artículo 59. Concepto. El Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad es el conjunto de entidades, normas y procedimientos, 
mediante los cuales se administran los recursos privados y públicos 
destinados a pagar las pensiones y prestaciones que deban 
reconocerse a sus afiliados, de acuerdo con lo previsto en este 
Título. 
 
Este régimen está basado en el ahorro proveniente de las 
cotizaciones y sus respectivos rendimientos financieros, la 
solidaridad a través de garantías de pensión mínima y aportes al 
Fondo de Solidaridad, y propende por la competencia entre las 
diferentes entidades administradoras del sector privado, sector 
público y sector social solidario, que libremente escojan los 
afiliados. 
 
<Inciso adicionado por el artículo 47 de la Ley 1328 de 2009. Entra 
a regir el 15 de septiembre de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> 
En este régimen las administradoras ofrecerán diferentes Fondos 
de Pensiones, esquema “Multifondos”, para que los afiliados una 
vez informados elijan aquellos que se ajusten en mejor forma a sus 
edades y perfiles de riesgo, de manera que con una adecuada 
conformación de la cuenta individual y una eficiente gestión de los 
recursos por parte de la administradora, se procure el mejor retorno 
posible al final del periodo de acumulación de aportes o hasta 
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cuando el afiliado y/o sus beneficiarios tengan derecho a la pensión 
bajo la modalidad de retiro programado, si es del caso.  
 
Artículo 60. Características. El Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad tendrá las siguientes características: 
 
a. Los afiliados al Régimen tendrán derecho al reconocimiento y 
pago de las pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes, 
así como de las indemnizaciones contenidas en este título, cuya 
cuantía dependerá de los aportes de los afiliados y empleadores, 
sus rendimiento financieros, y de los subsidios del Estado, cuando 
a ellos hubiere lugar; 
 
b. Una parte de los aportes mencionados en el literal anterior, se 
capitalizará en la cuenta individual de ahorro pensional de cada 
afiliado. Otra parte se destinará al pago de primas de seguros para 
atender las pensiones de invalidez y de sobrevivientes y la 
asesoría para la contratación de la renta vitalicia, financiar el 
Fondo de Solidaridad Pensional y cubrir el costo de administración 
del Régimen. 
 
  Las cuentas de ahorro pensional, serán administradas por las 
entidades que se autoricen para tal efecto, sujetas a la vigilancia y 
control del Estado; 
 
c. <Literal modificado por el artículo 138 de la Ley 1753 de 2015. El 
nuevo texto es el siguiente:>  Los afiliados al sistema podrán 
escoger y trasladarse libremente entre entidades administradoras 
y entre los Fondos de Pensiones gestionados por ellas según la 
regulación aplicable para el efecto, así como seleccionar la 
aseguradora con la cual contraten las rentas o pensiones. 
  En todo caso, dentro del esquema de multifondos, el Gobierno 
nacional definirá unas reglas de asignación para aquellos afiliados 
que no escojan el fondo de pensiones dentro de los tiempos 
definidos por las normas respectivas, reglas de asignación que 
tendrán en cuenta la edad y el género del afiliado. Todas las 
asignaciones a que se refiere el presente artículo serán 
informadas al afiliado. 
 
  Así mismo, la administradora tendrá la obligación expresa de 
informar a los afiliados sus derechos y obligaciones de manera tal 
que les permitan la adopción de decisiones informadas. Por su 
parte, el afiliado deberá manifestar de forma libre y expresa a la 
administradora correspondiente, que entiende las consecuencias 
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derivadas de su elección en cuanto a los riesgos y beneficios que 
caracterizan este fondo. 
 
  La implementación de lo establecido en el presente literal estará 
condicionado a la exigencia por parte de la Superintendencia 
Financiera a las entidades administradoras de pensiones del 
diseño, desarrollo y puesta en marcha campañas de educación 
financiera previsional encaminadas a que los afiliados al Régimen 
de Ahorro Individual con Solidaridad conozcan, entiendan y 
comprendan los efectos de la aplicación de las medidas definidas. 
 
d. <Literal modificado por el artículo 48 de la Ley 1328 de 2009. El 
nuevo texto es el siguiente:> El conjunto de las cuentas 
individuales de ahorro pensional constituye un patrimonio 
autónomo propiedad de los afiliados, denominado fondo de 
pensiones, el cual es independiente del patrimonio de la entidad 
administradora. 
 
  Los recursos de las cuentas individuales estarán invertidos en 
Fondos de Pensiones cuyas condiciones y características serán 
determinadas por el Gobierno Nacional, considerando las edades 
y los perfiles de riesgo de los afiliados. 
 
e. Las entidades administradoras deberán garantizar una 
rentabilidad mínima del fondo de pensiones que administran; 
 
f. El patrimonio de las entidades administradoras garantiza el pago 
de la rentabilidad mínima de que trata el literal anterior y el 
desarrollo del negocio de administración del fondo de pensiones; 
 
g. El Estado garantiza los ahorros del afiliado y el pago de las 
pensiones a que éste tenga derecho, cuando las entidades 
administradoras o aseguradoras incumplan sus obligaciones, en 
los términos de la presente ley, revirtiendo contra el patrimonio de 
las entidades administradoras y aplicando las sanciones 
pertinentes por incumplimiento, de acuerdo con la reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional; 
 
h. Tendrán derecho al reconocimiento de bonos pensionales los 
afiliados al Régimen que hayan efectuado aportes o cotizaciones 
al Instituto de Seguros Sociales, o a las cajas, fondos o entidades 
del sector público, o prestado servicios como servidores públicos, 
o trabajado en empresas que tienen a su exclusivo cargo las 
pensiones de sus trabajadores y trasladen la parte proporcional 
del cálculo actuarial correspondiente; 
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i. En desarrollo del principio de solidaridad, el Estado aportará los 
recursos que sean necesarios para garantizar el pago de 
pensiones mínimas, cuando la capitalización de los aportes de los 
afiliados y sus rendimientos financieros fueren insuficientes, y 
aquellos cumplan las condiciones requeridas para el efecto; 
 
j. El control y vigilancia de las entidades administradoras de los 
fondos de pensiones corresponde a la Superintendencia Bancaria. 
 
La norma antes referenciada, establece claramente la característica de 
capitalización del Régimen de Ahorro Individual con solidaridad, cuya base se 
funda claramente en la exigencia de aportes económicos, estructurados en 
una forma de capitalización individual en la que no coexisten intereses 
económicos comunes, ni pretermiten la financiación de las prestaciones 
económicas que la mencionada ley otorga, con capital mutual, desplazando 
esa mutualidad por el aseguramiento previo.  
 
De igual manera, debe advertirse que el Régimen de Ahorro Individual, 
presupone una solidaridad por parte del Estado, reflejada en el reconocimiento 
de la garantía mínima de pensión, beneficio que es reconocido en favor de los 
afiliados al mismo, cuando estos cumplan con un mínimo de 1150 semanas 
de cotización, cuyo capital no alcance los topes exigidos por la Ley y que hayan 
llegado ya a las edades de pensión exigidas en el Régimen de Prima Media 
con prestación definida, siendo entonces el Estado a través del Ministerio de 
Hacienda el encargo de aportar el dinero que hace falta para completar el 
capital mínimo y así lograr sufragar una mesada pensional equivalente a un 
salario mínimo mensual legal vigente.  
 
Es por ello, que las condiciones de administración y otorgamiento de derechos 
pensionales en este régimen, son estructuralmente disimiles de las 
condiciones del RPM, situación que permite que los mismos sean 
coexistentes, pero a la vez excluyentes.  
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2.4 FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL 
 
En cumplimiento de los ya precitados fines estatales, el Estado garantiza a la 
población vulnerable el acceso  a la pensión de vejez, por medio de la creación 
del Fondo de Solidaridad Pensional, que  tiene como finalidad ampliar la 
cobertura en el Sistema General de Pensiones, a través de la Subcuenta de 
Solidaridad, de la que son beneficiarios, la población descrita en el artículo 
2.2.14.5.8 del Decreto 387 del 26 de febrero de  2018, a través del cual se 
establece que a partir de su vigencia solo se podrán afiliar al Subsidio al Aporte 
para Pensión que adelanta el administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad 
Pensional cierto grupo poblacional; sin embargo, la ley y los Decretos 
reglamentarios que regulan el mencionado fondo no han permitido el 
cumplimiento de las disposiciones legales que regulan el acceso al mismo.  
 
Frente al particular,  documentos académicos han señalado: 
 
En este punto, es importante registrar que en la Ley 100 de 1993, 
se consagran los Servicios Sociales Complementarios, 
estableciendo un programa de auxilios para ancianos indigentes 
que cumplieran con los requisitos establecidos en el artículo 257 y 
en el Decreto 1135 de 1994, y se señala que la financiación del 
programa se realiza con “los recursos del presupuesto general de 
la Nación que el CONPES destine para ello anualmente y con los 
recursos que para tal efecto puedan destinar los Departamentos, 
Distritos y Municipios”. Es decir, el programa en primera instancia 
se financió con recursos del presupuesto nacional, sin embargo, 
como se anotó anteriormente, partir de la Ley 797 de 2003, se crea 
la subcuenta denominada “Subsistencia” para dar un auxilio 
económico a los ancianos indigentes -no una pensión-, es decir le 
dan una destinación diferente a la cuenta del Fondo de Solidaridad 
Pensional, que hasta el momento era solo para subsidiar los aportes 
para que la población beneficiaria pudiera alcanzar una pensión. 
Aunado a esto, desde cuando se inicia el Fondo de solidaridad 
pensional, los requisitos exigidos por la ley y sus decretos 
reglamentarios, no han permitido que todas las personas 
vulnerables puedan acceder al subsidio. (Régimen Subsidiado 
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Pensional en Colombia: Un Análisis desde la Eficacia del Principio 
de Universalidad, 2013). 
 
Asimismo, la realidad expuesta en líneas anteriores no es acorde con las 
disposiciones normativas previstas en el proyecto de Ley 100 de 1993 que 
muestran un interés focalizado en servicios sociales destinado a la población 
en situación de extrema vulnerabilidad; tal como se afirmó en el documento 
Servicios Sociales Complementarios En Colombia: 
 
En este sentido, es diciente la exposición de motivos del Proyecto 
de Ley que dio lugar a la Ley 100 de 1993 cuando en sus 
disposiciones finales (artículos 106 a 110) contemplaba un auxilio 
por pérdida de empleo y un auxilio monetario por vejez (artículo 
114) (Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, 1992). Lo mismo 
podría decirse de la versión preliminar de esta misma Ley que 
estimaba una prestación especial por vejez (artículos 248 a 252), 
unos SSC para la tercera edad (artículo 253) y una autorización 
para la creación de un eventual subsidio al desempleo (artículo 254) 
(Ministerio del Trabajo y de la Seguridad Social, 1993.) 
 
Los antecedentes reflejados en los proyectos de ley muestran un 
interés focalizado en servicios sociales para la tercera edad o en 
servicios para una población en situación de extrema 
vulnerabilidad. (Servicios Sociales Complementarios en Colombia, 
Análisis Jurídico ). 
 
2.4.1 Alcances 
Conforme a lo indicado hasta el momento, tenemos que el Fondo de 
Solidaridad Pensional es una cuenta especial de la Nación adscrita al 
Ministerio del Trabajo el cual mediante encargo fiduciario ha delegado la 
administración de toda la operación del programa Colombia Mayor a un 
Consorcio de tres sociedades fiduciarias del sector público, estableciendo que 
entre algunas de las funciones que cumple es la de subsidiar los aportes al 
Régimen General de Pensiones a las personas que por su condición 
socioeconómica no pueden acceder a una pensión.  
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Dicha población, se vio limitada por el artículo 2.2.14.5.8 del Decreto 387 del 
26 de febrero de 2018, norma en la que se señala que a partir de su vigencia 
solo se podrán afiliar al Subsidio al Aporte para Pensión que adelanta el 
administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional cierto grupo 
poblacional.  
 
El subsidio se concederá parcialmente para reemplazar los aportes del 
empleador y del trabajador, o de este último en caso de que tenga la calidad 
de trabajador independiente, tal como lo establece el Artículo 28 de la Ley 100 
de 1993 norma que establece: “Parcialidad del subsidio. Los subsidios a 
que se refiere el presente capítulo serán de naturaleza temporal y parcial, 
de manera que el beneficiario realice un esfuerzo para el pago parcial del 
aporte a su cargo. 
 
El monto del subsidio podrá ser variable por períodos y por actividad 
económica, teniendo en cuenta además la capacidad económica de los 
beneficiarios y la disponibilidad de recursos del Fondo. 
 
El Consejo Nacional de Política Social determinará el plan anual de 
extensión de cobertura que deberá incluir criterios de equilibrio regional 
y los grupos de trabajadores beneficiarios de este subsidio, así como las 
condiciones de cuantía, forma de pago y pérdida del derecho al 
subsidio...”. 
 
Los beneficiarios del subsidio podrán escoger entre el Régimen Solidario de 
Prima Media con Prestación Definida y el Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad, situación que solo establece como limitante que las entidades del 
régimen de ahorro individual con solidaridad que pretendan administrar 
recursos provenientes del fondo de solidaridad pensional, deben cumplir con 
la calidad estatuida en el Artículo 26 de la Ley 100 de 1993, norma que 
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establece que solo podrán afiliarse a fondos que administren las sociedades 
administradoras que pertenezcan al sector social solidario, siempre y cuando 
su rentabilidad real sea por lo menos igual al promedio de los demás fondos 
de pensiones de conformidad con lo establecido en la presente ley, requisitos 
que no cumple ninguna de las administradoras actuales, dejando con ello 
evidenciado que el subsidio solo es administrado por el régimen de prima 
media con prestación definida.  
 
El Fondo de Solidad Pensional es una excepción del carácter contributivo del 
Sistema Seguridad Social Integral en Colombia, como se describe a 
continuación; 
 
“De acuerdo con el artículo 10 de la Ley 100 de 1993, el SGP tiene 
como objetivo garantizar el amparo de las contingencias de la vejez, 
la invalidez y la muerte reconociendo las pensiones respectivas. 
Para acceder al reconocimiento de cada una de estas prestaciones, 
la Ley ha establecido una serie de requisitos de acuerdo con el 
régimen al que pertenezca el afiliado. De esta manera, la principal 
fuente de financiación de las prestaciones proviene de los aportes 
que realiza cada afiliado. 
 
Este carácter contributivo tiene dos salvedades. Primero la 
financiación que busca ofrecer el FSP para la protección de 
personas en estado de indigencia o pobreza extrema a través de la 
subcuenta de subsistencia, y el segundo los subsidios sobre el pago 
de la cotización de que trata el artículo 26 de la Ley 100 de 1993 a 
cargo del mismo FSP.” (Servicios Sociales Complementarios en 
Colombia, Análisis Jurídico ) 
 
Frente a los alcances integrales del Fondo de Solidaridad Pensional se ha 
mencionado en el artículo de Servicios Sociales Complementarios en 
Colombia, Análisis Jurídico que; 
 
El Consorcio es el administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad 
Pensional, el cual financia el Programa de Subsidio al Aporte de 
Pensión y el programa de auxilios al adulto mayor, Colombia Mayor. 
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Este inició sus operaciones en el año 2013 y está conformado por 
tres fiduciarias públicas: 
 
FIDUPREVISORA S.A., FIDUCOLDEX S.A. y FIDUCENTRAL S.A. 
El Consorcio cuenta con ocho regionales que apoyan el programa 
a nivel regional. 
 
El administrador fiduciario está encargado de la continuidad de la 
operación integral del Fondo de Solidaridad Pensional, para ello 
dispone de una plataforma tecnológica que garantiza la operación 
de procesos informáticos, administrativos, técnicos y financieros 
que permiten la entrega oportuna de los subsidios para los que está 
diseñada cada una de las subcuentas del Fondo de Solidaridad 
pensional. 
 
Dentro del esquema operativo del programa Colombia Mayor, el 
Consorcio tiene la función de capacitar a los funcionarios de las 
alcaldías sobre los diferentes procesos del programa. Además, el 
administrador recibe la información de las características de los 
adultos mayores inscritos en el programa por parte de los entes 
territoriales, el ICBF, los resguardos indígenas y los Centros Día o 
Centros de Bienestar del Adulto Mayor. Esta información es 
validada mediante el cruce de más de 15 bases de datos 
relacionadas con el sistema de protección social, dentro de las que 
se encuentran: el Registro Único de Afiliados (RUAF), Registro 
Único de Aportantes (RUA) y bases de datos de pensionados. Una 
vez validada la información, el administrador fiduciario se encarga 
de hacer la priorización de las personas inscritas, dados los criterios 
y los puntajes previamente establecidos. Posteriormente, esta 
priorización es nuevamente remitidita al ente territorial. 
 
Para el proceso de la entrega del subsidio el administrador fiduciario 
debe firmar los respectivos convenios con las entidades bancarias 
o con entidades autorizadas para prestar el servicio de giros 
postales en cada municipio, con el fin de garantizar los pagos 
bimensuales a los beneficiarios. (Servicios Sociales 
Complementarios en Colombia, Análisis Jurídico ). 
 
2.4.2 Beneficiarios 
Conforme a la normativa relacionada en líneas anteriores, se resalta que en el 
artículo 26 de la Ley 100 de 1993, en el literal i- artículo 2 de la ley 797 de 
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2003, y en el artículo 1 del Decreto 3771 de 2007, se enlistaban los 
beneficiarios del Régimen Subsidiado Pensional de manera enunciativa; así: 
 
Los trabajadores asalariados o independientes del sector rural y urbano, que 
carezcan de suficientes recursos para efectuar la totalidad del aporte, tales 
como: i) Artistas  ii) Deportistas iii) Músicos iv) Compositores v) Toreros y sus 
subalternos vi) La mujer microempresaria vii) Las madres comunitarias viii) Los 
discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales, ix) Los miembros de las 
cooperativas de trabajo asociado y otras formas asociativas de producción x) 
Trabajadoras del servicio doméstico. 
 
Posteriormente, en Sentencia C-081 del 22 de agosto de 2018, la Honorable 
Corte Constitucional se pronunció frente a la vida jurídica que prescribe el 
artículo 2.2.14.5.8 del Decreto 387 del 26 de febrero de 2018, a través del cual 
se señala  que a partir de su vigencia solo se podrán afiliar al Subsidio al Aporte 
para Pensión que adelanta el administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad 
Pensional el siguiente grupo poblacional:  
 
1. Las personas de 40 o más años pertenecientes a los niveles 1 y 2 del Sisbén 
de acuerdo con los puntajes que adopte el Ministerio del Trabajo que tengan 
como mínimo 650 semanas cotizadas al Sistema General de Pensiones.  
 
2. Concejales pertenecientes a los Municipios de categorías 4, 5 y 6 que no 
tengan otra fuente de ingreso adicional a sus honorarios. El subsidio se 
concederá solamente por el periodo en el que ostenten la calidad de concejal.  
 
3. Ediles que no perciban ingresos superiores a un Salario Mínimo Mensual 
Legal Vigente. El subsidio se concederá solamente por el periodo en el que 
ostenten la calidad de edil.  
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4. Madres sustitutas, siempre que no sean afiliadas obligatorias al Sistema 
General de Pensiones. 
 
Así las cosas, aunque el grupo poblacional beneficiado se vio claramente 
cercenado, es evidente que, bajo la normativa existente, aún subsiste un 
sinnúmero de personas que ostentan dichas características y que pueden ser 
sujetos de derecho en la solicitud, cobertura y protección del mencionado 
subsidio pensional.  
 
2.4.3 Temporalidad 
La Ley 100 de 1993, señala que el subsidio pensional, cuenta con las 
siguientes características: 1. Temporal y parcial 2. Podrá ser variable por 
periodos y por actividad económica 3. El Consejo Nacional de Política Social 
determinará el plan anual de extensión de cobertura, en los siguientes 
términos:  
 
Artículo 28. Parcialidad del subsidio. Los subsidios a que se refiere 
el presente capítulo serán de naturaleza temporal y parcial, de 
manera que el beneficiario realice un esfuerzo para el pago parcial 
del aporte a su cargo. 
 
El monto del subsidio podrá ser variable por períodos y por actividad 
económica, teniendo en cuenta además la capacidad económica de 
los beneficiarios y la disponibilidad de recursos del Fondo. 
 
El Consejo Nacional de Política Social determinará el plan anual de 
extensión de cobertura que deberá incluir criterios de equilibrio 
regional y los grupos de trabajadores beneficiarios de este subsidio, 
así como las condiciones de cuantía, forma de pago y pérdida del 
derecho al subsidio. 
 
Parágrafo.  El subsidio que se otorgue a las madres comunitarias o 
trabajadoras solidarias de los hogares comunitarios del Instituto 
Colombiano del Bienestar Familiar será mínimo el 50% de la 
cotización establecida en la presente ley. 
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A su vez, la Corte Constitucional en Sentencia T-043 del 09 de febrero de 
2016, señala las características del Fondo de Solidaridad Pensional, entre las 
que se encuentran la temporalidad y parcialidad, de la siguiente manera;  
 
Por su parte, el artículo 28 refiere los criterios de temporalidad y 
parcialidad como principios rectores de prestación del subsidio, 
indicando que “el monto del subsidio podrá ser variable por períodos 
y por actividad económica, teniendo en cuenta además la capacidad 
económica de los beneficiarios y la disponibilidad de recursos del 
fondo”. Finalmente, establece que el “Consejo Nacional de Política 
Social (CONPES) será el encargado de determinar el plan anual de 
extensión de cobertura que deberá incluir criterios de equilibrio 
regional y los grupos de trabajadores beneficiarios de este subsidio, 
así como las condiciones de cuantía, forma de pago y pérdida del 
derecho al subsidio”. 
 
Al estudiar la constitucionalidad de estas disposiciones, la Corte 
Constitucional, en Sentencia C-243 de 2006, manifestó que la 
creación del Fondo de Solidaridad Pensional constituyó un 
desarrollo de los principios de universalidad y solidaridad que rigen 
el derecho fundamental a la seguridad social contemplado en el 
artículo 48 de la Constitución de 1991, por lo cual puede decirse 
que los subsidios otorgados en virtud de los recursos de dicho 
Fondo son una verdadera manifestación del Estado Social de 
Derecho. En ese sentido, la referida sentencia explicó que los 
subsidios de este tipo constituyen una forma de redistribución de 
ingresos en beneficio de los menos favorecidos, a la vez que 
incentiva la solidaridad al socializar los riesgos de vejez, invalidez y 
muerte de quienes no tienen recursos para acceder a una pensión 
en el marco del Sistema General de Seguridad Social”.  (Sentencia 
Corte Constitucional , 043, 2016). 
 
2.5 PRONUNCIAMIENTO DE LA HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL 
FRENTE A LA RESTRICCIÓN PARA ACCEDER A LOS BENEFICIOS 
DE LA SUBCUENTA DE SOLIDARIDAD PENSIONAL 
 
La Honorable Corte Constitucional en Sentencia C- 081 del 22 de agosto de 
2018, se pronunció frente a la restricción para aquellos que se encuentran en 
el Régimen de Ahorro Individual y por faltarle menos de 10 años no pueden 
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acceder a los beneficios Colombia Mayor, por no poder trasladarse al Régimen 
Solidario de Prima Media con Prestación Definida, siendo este último un 
requisito para acceder al mencionado subsidio pensional,señalando entre 
otros problemas jurídicos que; 
 
Conforme a lo expuesto, surgen las siguientes cuestiones: ¿por qué 
el Consorcio Colombia Mayor exige como requisito para acceder al 
subsidio que la última cotización se haya realizado en 
COLPENSIONES y que en caso de haberse efectuado en un fondo 
privado, el traslado hacia esa entidad sea viable? Y además, ¿cuál 
es la razón para que COLPENSIONES en su intervención ante esta 
Corporación manifestara de forma expresa que quien pretenda ser 
beneficiario del subsidio y pertenezca al régimen de ahorro 
individual solidario debe faltarle más de 10 años para cumplir la 
edad para tener derecho a la pensión de vejez, puesto que es 
necesario su traslado al régimen de prima media? 
 
Además, en la misma jurisprudencia la mencionada Corporación fue enfática 
al mencionar lo siguiente: 
 
Previamente se realizó un breve análisis de las normas que rigen 
tanto el sistema general de pensiones, como el subsistema del 
régimen de subvenciones a los aportes para pensión. Sin embargo, 
de las intervenciones y de la información pública sobre los requisitos 
de acceso al programa, la Sala advierte que la operatividad 
dinámica de la medida permite identificar la acusación expuesta por 
los ciudadanos, la cual se sustenta en un escenario de 
discriminación al impedir que un grupo poblacional al cual están 
dirigidas las subvenciones acceda a las mismas, tal y como pasa a 
verse a continuación. 
 
De la transcripción y estudio de la precitada sentencia, se hace necesario traer 
de presente la intervencion del Ministerio de Trabajo, que advierte un 
escenario de discriminación para el grupo poblacional que legalmente puede 
acceder al Subsidio al Aporte para Pensión, que adelanta el administrador 
fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional, al exigirse su afiliación al 
Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida; así: 
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Ministerio del Trabajo 
 
Aclaró que el Fondo de Solidaridad Pensional tiene por objeto 
ampliar la cobertura en el Sistema General de Pensiones, a través 
del subsidio a la cotización y a la protección de las personas en 
estado de indigencia o pobreza extrema. Esta finalidad se cumple a 
través de las Subcuentas de Solidaridad y de Subsistencia, 
respectivamente. De esta manera, el administrador fiduciario de los 
recursos transfiere cada uno de los subsidios  otorgados a 
Colpensiones, quien en su condición de Administrador de 
Pensiones del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, 
debe aplicar tanto el aporte realizado por el beneficiario como el 
subsidio transferido por el Fondo. (…) 
 
De acuerdo con la normativa vigente, las personas pueden escoger 
el régimen del Sistema General de Pensiones, pero para afiliarse al 
Fondo de Solidaridad Pensional se han establecido las condiciones 
señaladas en el tercer inciso del artículo 26 de la Ley 100 de 1993. 
Conforme a lo expuesto, “(…) los Fondos de Pensiones que 
administran actualmente el Régimen de Ahorro Individual son 
sociedades anónimas, no existe ninguno que pueda administrar el 
Programa Subsidiado de Aporte a la Pensión, por lo que todos los 
beneficiarios de éste deben estar afiliados a Colpensiones.”  Por tal 
razón, el impedimento del grupo poblacional descrito en la demanda 
para el acceso al régimen subsidiado de pensiones no proviene de 
la norma acusada, sino de la inexistencia de administradoras de 
pensiones del sector solidario en el mercado.  
 
Sin embargo, la Corte como Órgano de Cierre Constitucional resolvió frente al 
problema jurídico de la demanda de inconstitucional expuesta, lo siguiente: 
“Segundo: INHIBIRSE de emitir un un pronunciamiento de fondo, sobre la 
constitucionalidad del literal E) del artículo 2º de la Ley 797 de 2003, que 
modificó el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, tras haber operado el fenómeno 
de sustracción de materia.”  Al clarificar lo anterir indicó que  “A partir de la 
vigencia del Decreto 387 de 2018, operó la sustracción de materia, en tanto 
que el acceso a la medida sobre la cual recaía el presunto trato inequitativo 
que acusaban los accionantes, particularmente los obstáculos legales en 
materia de traslado, fue desmontada.” (Sentencia Corte Constitucional , Rad 
081, 2018) 
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Ahora bien, el  Decreto 387 del 26 de febrero de  2018 “Por el cual se adiciona 
el Capítulo 5 al Título 14 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1833 de 
2016, a efectos de reglamentar el artículo 212 de la Ley 1753 de 2015 - Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un Nuevo País” y se dictan otras 
disposiciones.”, señala entre otros aspectos que, a partir de su vigencia solo 
se podrán afiliar al Subsidio al Aporte para Pensión que adelanta el 
administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional, cierto grupo 
población. 
 
De lo señalado, se podría llegar a la misma conclusión de la Corte 
Constitucional, pero es sabido que dicha normativa solo en teoría elimina las 
restricciones de aquellas  personas  que por faltarle menos de 10 años no 
pueden acceder a los beneficios Colombia Mayor, por no poderse trasladar al 
Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, siendo este último 
un requisito para ser beneficiario del mencionado subsidio pensional. 
 
Ahora bien, se hace necesario resaltar que el mencionado Decreto, que 
fundamento la decision de la alta Corporacion Constitucional, al señalar la 
sustración de materia, no goza de operatividad dinámica, tal como ocurre con 
el artículo 26 de la Ley 100 de 1993, que señala que los beneficiarios de estos 
subsidios podrán escoger entre el Régimen Solidario de Prima Media con 
Prestación Definida y el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad; al 
persistir  la limitación del acceso al subsidio pensional; convirtiendose así en 
una norma de  “eficacia enunciativa”, que son disposiciones, que una vez 












En efecto, el Sistema de seguridad Social en Pensiones está compuesto por 
dos regímenes, excluyentes, los cuales coexisten, a saber: Régimen Solidario 
de Prima Media con Prestación Definida y el Régimen de Ahorro Individual con 
solidaridad (art. 12 Ley 100/93). 
 
Por su parte, el artículo 13 literal b de la misma ley, prescribe que la selección 
de los dos regímenes es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal 
efecto manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación o 
traslado. 
 
Los traslados entre régimen se pueden dar cada cinco (5) años contados a 
partir de la selección inicial, con la prohibición de que no puede existir traslado 
cuando  faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener 
derecho a la pensión de vejez.  
 
Por su parte y como avance la Jurisprudencia Constitucional, mediante la 
Sentencia C-1024 del año 2004, se logró evidenciar que, con el cumplimiento 
de unos requisitos específicos, podrían efectuarse traslados en cualquier 
calenda, dichos presupuestos están condicionados al cumplimiento de una 
línea inmodificable de 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a 




3.2 CAUSALES DE PROCEDENCIA DE SOLICITUD DE NULIDAD DE 
TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL 
 
Ahora bien, al estudiar el acto de afiliación y traslado del sistema de la 
seguridad social, como acto jurídico se observa de forma clara que,  si dicho 
acto no cumplió con el lleno de los requisitos de validez, podría ser nulitado, 
tomando como una de las principales causas la del vicio de consentimiento 
generado por la información incompleta e incomprensible, la cual fuere 
suministrada por parte del Fondo Pensional a las personas que desean en 
algún momento trasladarse de un fondo a otro.  
 
Así las cosas, en el estudio realizado en el trabajo “Asimetría de la información 
y la libre elección en las modalidades pensionales”, frente a la información que 
debe brindar los fondos pensionales se dijo que:  
 
En definitiva, para que exista libre elección, la persona debe poder 
emprender un proceso racional de deliberación referido a las varias 
alternativas que enfrenta. La elección entre las mismas deberá ser 
realizada con autonomía y sobre la base de sus propias 
preferencias. Las acciones que luego emprenda como 
consecuencia de tales elecciones tendrán a la persona como causa 
última. (Pérez, 2016) 
 
Por otro lado, es importante revisar la legislación civil, cuando señala los 
presupuestos legales de estricto cumplimiento a la hora que una persona se 
obligue para con otra por medio de un acto o una declaración de voluntad, 
como ocurre al momento de pretender el cambio de Régimen Pensional. 
 
Artículo 1502 del Código Civil (Ley 57 de 1887) el cual se señala:  
 
Para que una persona se obligue a otra por un acto o una 
declaración de voluntad es necesario  
 
1º.) Que sea legalmente capaz.  
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2º.) Que consienta en dicho acto o declaración y su consentimiento 
no adolezca de vicio.  
 
3º.) Que recaiga sobre un objeto lícito.  
 
4º.) Que tenga una causa lícita.  
 
La capacidad legal de una persona consiste en poderse obligar por 
sí misma, sin el ministerio o la autorización de otra. 
 
Al respecto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia 
de Rad. No. 33083 del 22 de noviembre de 2011 M.P. Elsy del Pilar Cuello 
Calderón, rememora las sentencias del 9 de septiembre de 2008, radicaciones 
31989 y 31314, al estudiar el caso de la información errada, incompleta e 
incomprensible brindada por el Fondo de Pensiones al considerar una eventual 
pensión de una persona de sesenta años, sin advertir, que ya tenía el derecho 
causado a los 55 años de edad, y que de todas maneras la posibilidad de tener 
una pensión en el fondo privado a los 60 años debía ser descartada; situación 
que a todas luces evidencia la asesoría errada, así: 
 
“Las administradoras de pensiones lo son de un patrimonio 
autónomo propiedad de los afiliados, según lo prescribe el artículo 
97 de la Ley 100 de 1993; la ley radica en ellas el deber de gestión 
de los intereses de quienes se vinculen a ellas, y cuyos deberes 
surgen desde las etapas previas y preparatorias a la formalización 
de su afiliación a la administradora. 
 
“Es razón de existencia de las Administradoras la necesidad del 
sistema de actuar mediante instituciones especializadas e idóneas, 
con conocimientos y experiencia, que resulten confiables a los 
ciudadanos quienes les van a entregar sus ahorros y sus seguros 
de previsión para su vejez, su invalidez o para su familia cercana 
en caso de muerte prematura. 
 
“Esas particularidades ubican a las Administradoras en el campo de 
la responsabilidad profesional, obligadas a prestar de forma 
eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a la 
calidad de instituciones de carácter previsional, la misma que, por 
ejercerse en un campo que la Constitución Política estima que 
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concierne a los intereses públicos, tanto desde la perspectiva del 
artículo 48 como del artículo 335, se ha de estimar con una vara de 
rigor superior a la que se utiliza frente a las obligaciones entre 
particulares. 
 
“Por lo dicho es que la responsabilidad de las administradoras de 
pensiones es de carácter profesional, la que le impone el deber de 
cumplir puntualmente las obligaciones que taxativamente le 
señalan las normas, en especial las de los artículos 14 y 15 del 
Decreto 656 de 1994, cumplirlas todas con suma diligencia, con 
prudencia y pericia, y además todas aquellas que se le integran por 
fuerza de la naturaleza de las mismas, como lo manda el artículo 
1603 del C.C., regla válida para las obligaciones cualquiera que 
fuere su fuente, legal, reglamentaria o contractual. 
 
“La doctrina ha bien elaborado un conjunto de obligaciones 
especiales, con específica vigencia para todas aquellas entidades 
cuya esencia es la gestión fiduciaria, como la de las administradoras 
de pensiones, que emanan de la buena fe, como el de la 
transparencia, vigilancia, y el deber de información. 
 
“La información debe comprender todas las etapas del proceso, 
desde la antesala de la afiliación hasta la determinación de las 
condiciones para el disfrute pensional.  
 
“Las administradoras de pensiones tienen el deber de proporcionar 
a sus interesados una información completa y comprensible, a la 
medida de la asimetría que se ha de salvar entre un administrador 
experto y un afiliado lego, en materias de alta complejidad.  
 
“Es una información que se ha de proporcionar con la prudencia de 
quien sabe que ella tiene el valor y el alcance de orientar al potencial 
afiliado o a quien ya lo está, y que cuando se trata de asuntos de 
consecuencias mayúsculas y vitales, como en el sub lite, la elección 
del régimen pensional, trasciende el simple deber de información, y 
como emanación del mismo reglamento de la seguridad social, la 
administradora tiene el deber del buen consejo, que la compromete 
a un ejercicio más activo al proporcionar la información, de 
ilustración suficiente dando a conocer las diferentes alternativas, 
con sus beneficios e inconvenientes, y aún a llegar, si ese fuere el 
caso, a desanimar al interesado de tomar una opción que  
claramente le perjudica. 
 
“Bajo estos parámetros es evidente que el engaño que protesta el 
actor tiene su fuente en la falta al deber de información en que 
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incurrió la administradora; en asunto neurálgico, como era el cambio 
de régimen de pensiones, de quien ya había alcanzado el derecho 
a una pensión en el sistema de prima media, su obligación era la de 
anteponer a su interés propio de ganar un afiliado, la clara 
inconveniencia de postergar el derecho por más de cinco años, bajo 
la advertencia de que el provecho de la pensión a los sesenta años, 
era solo a costa de disminuir el valor del bono pensional, castigado 
por su venta anticipada a la fecha de redención. 
 
“En estas condiciones el engaño, no solo se produce en lo que se 
afirma, sino en los silencios que guarda el profesional, que ha de 
tener la iniciativa en proporcionar todo aquello que resulte relevante 
para la toma de decisión que se persigue; de esta manera la 
diligencia debida se traduce en un traslado de la carga de la prueba 
del actor a la entidad demandada.  
 
“No desdice la anterior conclusión, lo asentado en la solicitud de 
vinculación a la Administradora de Pensiones que aparece firmada 
por el demandante, que su traslado al régimen de ahorro individual 
se dio de manera voluntaria, que “se realizó de forma libre, 
espontánea y sin presiones”, pues lo que se echa de menos es la 
falta de información veraz y suficiente, de que esa decisión no tiene 
tal carácter si se adopta sin el pleno conocimiento de lo que ella 
entraña. 
 
“Se ha de señalar que la actuación viciada de traslado del régimen 
de prima media con prestación definida al de ahorro individual, no 
se convalida por los traslados de administradoras dentro de este 
último régimen; ciertamente, la decisión de escoger entre una y otra 
administradora de ahorro individual, no implica la ratificación de la 
decisión de cambio de régimen que conlleva modificar 
sensiblemente el contenido de los derechos prestacionales”. (Corte 
Suprema de Justicia- Sala de Casación Laboral, Rad No. 33083, 
2011) 
 
En sentencia de 3 de septiembre de 2014, SL12136-2014, radicación No 
46292, en la que la misma Corporación, fue enfática al señalar en un caso 
particular y concreto, que el Juez no puede pasar inadvertidas falencias 
informativas de los Fondos de Pensiones, por lo que se afectaría el derecho a 
la seguridad social Integral de corte fundamental. 
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Para este tipo de asuntos, se repite tales asertos no comprenden 
solo los beneficios que dispense el régimen al que pretende 
trasladarse, que puede ser cualquiera de los dos (prima media con 
prestación definida o ahorro individual con solidaridad), sino 
además el monto de la pensión que en cada uno se proyecte, la 
diferencia en el pago de los aportes que allí se realizarían, las 
implicaciones y conveniencia o no de la eventual decisión y 
obviamente la declaración de aceptación de esa situación. Esas 
reglas básicas, permiten en caso de controversia estimar si el 
traslado cumplió los mínimos de transparencia, y de contera, sirven 
de soporte para considerar si el régimen de transición le continuaba 
siendo aplicable.” 
 
“El juez no puede pasar inadvertidas falencias informativas, menos 
considerar que ello no es de su resorte, pues es claro que cuando 
quien acude a la jurisdicción reclama que se le respete el régimen 
de transición, indiscutiblemente, como se anotó, surge la 
perentoriedad de estudiar los elementos estructurales para que el 
mismo opere, es decir, debe constatar que el traslado se produjo en 
términos de eficacia, para luego, determinar las consecuencias 
propias”  (Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Laboral, 
Radicación No. 46292, 2014) 
 
De lo expuesto se destaca que el Sistema de Seguridad Social Integral, 
especificamente en lo correspondiente al tema  pensional,  tienen la necesidad 
de conformarse mediante instituciones especializadas e idóneas, con 
conocimientos y experiencia, que resulten confiables a los ciudadanos, 
quienes les van a entregar sus ahorros y sus seguros de previsión para su 
vejez; asi mismo todo acto de declaración entre sus funcionarios y los 
particulares deben observar la normativa señala en el Código Civil que regula 
la relaciones entre los mismo, de lo contrario  se adolecería de consentimiento 
que es generador de nulidades. 
 
De igual manera, uno de los grandes avances que caracterizan estas nuevas 
posiciones jurisprudenciales y de interpretación normativa, en cuanto al deber 
de información de las aseguradoras de pensiones, radica en la carga de la 
prueba impuesta de forma plena a la aseguradora, pues es ella quien debe 
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probar documentalmente, el haber brindado la asesoría e informacion exigida 
por el acto propio de traslado de régimen pensional y las connotadas 
incidencias negativas que ello podría conllevar en todos los escenarios 
propuestos por la Ley, discriminados con suficiencia de entendimiento del 
afiliado, asegurandose a este trasmitir información que pudiese ser 
comprendida a cabalidad; dicha premisa exonera al actor de cualquier tipo de 
carga probatoira, estableciendose podria ser una presuncion de ignorancia 
técnica sobre el afiliado trasladado y una imposición inamobible de defensa 
probatoria al fondo de pensiones. 
 
3.3 PROCESO ORDINARIO COMO MECANISMO DE DECLARATORIA DE 
NULIDAD DE TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL 
 
La naturaleza de los procesos ordinarios laborales, en la teoría procesal se 
asemeja a los procesos de naturaleza declarativa, que buscan declarar cierto 
un supuesto de hecho, cuando no se haya dado un tratamiento especial por 
parte de una norma procesal, por lo que se hace necesario la intervención de 
un Juez laboral, para desatar los conflictos de su conocimiento, previstos en 
el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo, disposición normativa que señala 
la competencia general de la Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades 
laboral y de seguridad social. 
 
Además, se indica que, los mencionados procesos ordinarios laborales son de 
dos tipos: 1. De única instancia 2. De primera instancia, los cuales se 
identificarán y clasificaran por el valor objetivo que tiene el proceso, naturaleza 
del asunto y la cuantía por la que se ha instaurado el proceso. 
 
El proceso ordinario es aquel que permite la resolución de conflictos 
de orden laboral, siempre que no se haya iniciado un tratamiento 
especial por parte de la norma procesal laboral; éstos pueden ser 
de dos tipos: de única instancia y de primera instancia, los cuales 
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se identificarán y clasificarán por el valor objetivo que tiene el 
proceso. Este objetivo se define por dos variables que son, la 
naturaleza del asunto y la cuantía por la que se ha instaurado el 
proceso. 
 
En la naturaleza del asunto, no existen variables que indiquen 
distinciones precisas, a diferencia de la cuantía, con respecto a la 
cual la normatividad ha señalado montos mínimos. En la Ley 712 
del 2001 se determinó que para aquellos procesos laborales en los 
que las pretensiones económicas sean iguales o inferiores a diez 
(10) smmlv, se debe tramitar un proceso de única instancia, a 
diferencia de aquellos de cuantía superior a diez (10) smmlv en los 
cuales lo indicado es tramitar un proceso de primera instancia; dicha 
cuantía mínima fue modificada con la Ley 1395 del 2010 indicando 
que la cuantía mínima sería aquella igual o inferior a veinte (20) 
smmlv. 
 
En los procesos ordinarios laborales se busca que el empleador o 
la parte señalada reconozca la vulneración de un derecho o un 
beneficio propio del empleado y, por tanto, se requiere de la 
intervención de la parte judicial, con el objetivo de que se reconozca 
legalmente el derecho imputado y, por ende,  se resuelva la 
obligatoriedad de la otra parte a compensar la cuantía requerida por 
el afectado. (https://actualicese.com/actualidad/2015/02/23/proce 
so-ordinario-y-ejecutivo-diferencias-en-el-derecho-laboral/, 2015) 
 
Así las cosas, debido a lo estatuido en el Artículo13 del Código de 
Procedimiento del Trabajo y de la Seguridad Social las solicitudes judiciales 
de nulidades de traslado, por ser asuntos que no son susceptible de fijación 
de cuantía, deben ser tramitados por el Ordinario de Primera Instancia, 
proceso que goza de dos instancias mínimas y un potencial recurso 
extraordinario de casación;  es de advertir que dicha clase de procesos en su 
duración, superan más de un año, situación que a todas luces afecta los 
derechos fundamentales de la población descrita en el artículo 2.2.14.5.8 del 
Decreto 387 del 26 de febrero de  2018, que aspiran acceder a una pensión; 
dado que cada mensualidad que transcurra sin la definición de su Régimen, 
pierde la posibilidad de recibir subsidios de Fondo de Solidaridad Pensional, 
administrados por el Estado a través del Consorcio Colombia Mayor. 
40 
Al considerarse que los procesos ordinarios laborales cuentan un tiempo 
considerable para desatar un conflicto,  el Consejo Superior de la Judicatura 
en el análisis de los resultados de tiempo reales en materia laboral indicó:  
 
En 1948 se expide el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social con el Decreto Ley 2158 creando así la jurisdicción especial 
laboral. El artículo 42 del Código planteaba el principio de oralidad 
y publicidad; sin embargo, la implementación de la oralidad sólo fue 
posible hasta el 2008 cuando entró en vigencia la Ley 1149 de 2007.  
 
El proceso original ha sufrido dos modificaciones importantes 
incorporadas mediante la Ley 712 de 2001, que creó un proceso 
escritural con cuatro audiencias y la Ley 1149 de 2007, que reformó 
nuevamente el proceso para retomar la oralidad y reducir las 
audiencias a dos: una de conciliación y otra de “trámite y 
juzgamiento”. En general, la estructura de los dos procesos es 
comparable y el código actual mantiene vigentes disposiciones de 
las tres normas. Con la última reforma se pretendía reducir los 
tiempos procesales de la siguiente forma: el proceso está planteado 
para agotarse en dos audiencias; la primera -audiencia de 
conciliación- debe celebrarse dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la admisión de la demanda y la segunda -trámite y 
juzgamiento- dentro de los tres (3) meses siguientes a la finalización 
de la audiencia de conciliación.  
 
En la audiencia de conciliación se debe intentar el arreglo directo, y 
si este fracasa, se procede a trabar la litis. Además, se deben 
decidir las excepciones previas, sanear el proceso, decretar las 
pruebas, resolver los incidentes (que sólo pueden proponerse en 
esta etapa procesal a menos que surjan después de la audiencia 
de conciliación) y se señala la hora y fecha de la audiencia de 
trámite y juzgamiento.  
 
Para finalizar se celebra la audiencia de trámite y juzgamiento, 
única oportunidad para practicar las pruebas (en aplicación del 
principio de concentración), presentar alegatos y el juez debe 




Por lo anterior, para efectos del cálculo de la media eficiente de la 
primera instancia se supondrá que cada una de las 2 audiencias 
duraría 1 día, previa reprogramación para los 5 días hábiles 
siguientes de manera que el límite legal superior quedaría fijado en 
242 días corrientes: 
 
 
Resultados del Estudio de Tiempo Reales .    
(Consejo Superior de la Judicatura, 2016). 
 
En esos términos, se observa que el Consejo Superior de la Judicatura en el 
análisis de los resultados de tiempo reales en los procesos Ordinarios 
Laborales de Primera Instancia, ha señalado las disposiciones normativas que 
regulan el espacio de tiempo de cada una de las etapas procesales; sin 
embargo se resalta que, ello en la práctica no se cumple, bien sea por factores 
como congestión judicial, complejidad del asunto, entro otros,  extendiéndose 
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así el tiempo legal con que cuenta  cada una de ellas, convirtiéndose en una 
situación utópica.  
 
Por último, es sabido que en los procesos ordinarios laborales, existen  
presupuestos para adelantar las audiencias, bien sea de conciliación, decisión 
de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio o la de trámite y de 
juzgamiento, previstos el artículo 46 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, disposición que entre otros aspectos señalan que, las 
audiencias no podrán suspenderse, además se desarrollarán sin solución de 
continuidad dentro de las horas hábiles, hasta que sea agotado su objeto, sin 
perjuicio de que el juez como director del proceso habilite más tiempo, última 




4. ACCIÓN DE TUTELA COMO MECANISMO DE PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS PENSIONALES  
 
 
4.1 REQUISITOS DE SUBSIDIARIEDAD 
 
La acción de tutela como regla general se adelanta cuando el afectado no 
disponga de otro medio judicial, en busca de la salvaguarda derechos de orden 
fundamental, sin embargo el mencionado mecanismo es procedente, aun 
existiendo la alternativa de desatar un conflicto jurídico por medio de un 
proceso ordinario, como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. 
 
Es importante resaltar que, conforme al artículo 86 de la Constitución Política 
Colombiana, el Decreto 2591 del 19 de noviembre de 1991 y el Decreto 1382 
del 12 de julio de 2000, la acción de tutela es residual y subsidiaria, aspectos 
que se deben identificar en cada caso por el juez de tutela. 
 
En seguida, se expondrá los pronunciamientos frente a la subsidiaridad de la 
acción de tutela por parte del Órgano de Cierre Constitucional, en los 
siguientes términos:  
 
Esta Corporación estableció que, por regla general, la acción de 
tutela procede de manera subsidiaria y, por lo tanto, no constituye 
un medio alternativo o facultativo que permita complementar los 
mecanismos judiciales ordinarios establecidos por la ley. 
Adicionalmente, la Corte señaló que no se puede abusar del 
amparo constitucional ni vaciar de competencia a la jurisdicción 
ordinaria, con el propósito de obtener un pronunciamiento más ágil 
y expedito, toda vez que éste no ha sido consagrado para 
reemplazar los medios judiciales dispuestos por el Legislador para 
tales fines.  (Sentencia Corte Constitucional, Rad 1008, 2012) 
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Así mimo, la Corte Constitucional fue enfática al señalar la subsidiariedad de 
la acción de tutela, indicando que;  
 
El inciso 4º del artículo 86 Superior consagra el principio de 
subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela 
y establece que “Esta acción sólo procederá cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se 
utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable”. 
  
Del mismo modo, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 
1991, prevé que el amparo constitucional será improcedente, 
cuando existan otros medios de defensa judicial eficaces para 
resolver la situación particular en la que se encuentre el solicitante. 
(Sentencia Corte Constitucional , 417,2017) 
 
Aunado a lo señalado, en sentencias T-373 de 2015 y T-630 de 2015, la Corte 
Constitucional mencionó las excepciones al principio de subsidiariedad de la 
acción de tutela, clasificándolas en: 1. El mecanismo judicial ordinario 
diseñado por el Legislador no es idóneo ni eficaz para proteger los derechos 
fundamentales vulnerados o amenazados. 2. El mecanismo judicial siendo 
apto para conseguir la protección, en razón a la inminencia de un perjuicio 
irremediable, pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados 
constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional de 
la tutela.  
 
Se estableció que, si existen otros mecanismos de defensa judicial 
que resulten idóneos y eficaces para solicitar la protección de los 
derechos que se consideran amenazados o vulnerados, el afectado 
debe agotarlos de forma principal y no utilizar directamente la 
acción de tutela. En consecuencia, una persona que acude a la 
administración de justicia con el fin de que le sean protegidos sus 
derechos, no puede desconocer las acciones judiciales 
contempladas en el ordenamiento jurídico, ni pretender que el juez 
de tutela adopte decisiones paralelas a las del funcionario que debe 
conocer del asunto dentro del marco estructural de la administración 
de justicia. 
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Ahora bien, en virtud de lo dispuesto en los artículos 86 Superior y 
6º del Decreto 2591 de 1991, aunque exista un mecanismo 
ordinario que permita la protección de los derechos que se 
consideran vulnerados, existen algunas excepciones al principio de 
subsidiariedad que harían procedente la acción de tutela. La 
primera de ellas es que se compruebe que el mecanismo judicial 
ordinario diseñado por el Legislador no es idóneo ni eficaz para 
proteger los derechos fundamentales vulnerados o amenazados; y 
la segunda; que “siendo apto para conseguir la protección, en razón 
a la inminencia de un perjuicio irremediable, pierde su idoneidad 
para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso 
en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional de la tutela”. 
 
En el primer supuesto, la aptitud del medio de defensa ordinario 
debe ser analizada en cada caso concreto, en consideración a las 
características procesales del mecanismo y al derecho fundamental 
involucrado. Entonces, un medio judicial excluye la procedencia de 
la acción de tutela, cuando salvaguarda de manera eficaz el 
derecho fundamental invocado. (Sentencia Corte Constitucional , 
Rad 630, 2015) 
  
Lo previsto como la excepción a la regla general para la procedencia de la 
acción de tutela, para evitar un perjuicio irremediable ha sido analizado en 
sentencia T-225 de 1993 “De  acuerdo con el inciso 3º del artículo 86 Superior, 
aquel se presenta cuando existe un menoscabo moral o material injustificado 
que es irreparable, debido a que el bien jurídicamente protegido se deteriora 
hasta el punto que ya no puede ser recuperado en su integridad”  (Sentencia 
Corte Constitucional , T-225, 1993) 
 
A toda vista, el Juez de tutela debe determinar el mecanismo idóneo para 
salvaguardar los derechos, observándose una solución integral y 
resolviéndose el conflicto en toda su dimensión, debiendo evaluar entre otros 
aspectos. 1. Las características del procedimiento 2. Las circunstancias del 
peticionario y 3. El derecho fundamental involucrado; las mencionadas 
afirmaciones fueron estudiadas en Sentencia T 230 de 2013; así: 
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Indicó que una de las formas para determinar que el mecanismo no 
es idóneo, se presenta cuando éste no ofrece una solución integral 
y no resuelve el conflicto en toda su dimensión. En consecuencia, 
la aptitud del medio debe analizarse en cada caso concreto y en su 
estudio se considerarán: (i) las características del procedimiento; (ii) 
las circunstancias del peticionario y (iii) el derecho fundamental 
involucrado. 
 
Finalmente, en Sentencia T-571 de 2015, esta Corporación reiteró los 
pronunciamientos anteriormente citados indicando que “La informalidad que 
caracteriza el amparo constitucional no significa que el juez pueda sustraerse 
de verificar la veracidad de las afirmaciones que presentan las partes en el 
proceso. Asimismo, resaltó que la decisión del juez no puede ser adoptada 
con base en el presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de 
obedecer a su certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está 
amenazado un derecho fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso 
particular es improcedente la tutela” (Sentencia Corte Constitucional, T 571, 
2015). 
   
Con fundamento en las consideraciones anteriormente expuestas, se 
concluye que, en principio, la acción de tutela procede cuando se han agotado 
los mecanismos de defensa judicial ordinarios. No obstante, existen 
situaciones de hecho en las que puede demostrarse la ocurrencia o amenaza 
de un perjuicio irremediable, razón por la que resulta urgente la protección 
inmediata e impostergable por parte de las autoridades correspondientes para 
evitar la afectación de un bien jurídicamente protegido. 
  
De acuerdo a lo anterior, la persona que alega la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable debe acreditar probatoriamente los hechos en los que funda la 
configuración de dicha situación. Sin embargo, el análisis de los mencionados 
elementos demostrativos debe consultar los principios de informalidad y 
celeridad que orientan la solicitud de amparo. 
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4.2 PROCEDENCIA EN ASUNTOS PENSIONALES 
 
Como se ha señalado hasta el momento, la acción de tutela, es un mecanismo 
preferente y sumario, que es procedente para desatar un conflicto a través del 
cual se vulnera los derechos fundamentales previstos en la carta política, para 
el caso que hoy ocupa nuestra atención, se avizora que, la misma es idónea 
para el reconocimiento y pago de acreencias pensionales, que  como se ha 
destacado, es un derecho de estirpe constitucional reconocido a toda persona 
para contribuir a la tutela judicial efectiva del principio de dignidad humana, 
que atraviesa todo el ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, es 
necesario observar los pronunciamientos que sobre la materia ha establecido 
el Órgano de Cierre Constitucional.  
 
Esta Corporación ha señalado que, con fundamento en el principio 
de subsidiariedad, la acción de tutela resulta improcedente para 
resolver controversias de tipo laboral o pensional, bajo el entendido 
de que los mencionados asuntos deben ser conocidos por la 
jurisdicción ordinaria laboral, mediante el ejercicio del medio judicial 
respectivo, pues se trata de hechos originados en un contrato de 
trabajo. 
  
Sin embargo, como se advirtió previamente, este Tribunal ha 
admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando 
se trata de la protección de derechos de contenido prestacional, 
como son las acreencias pensionales, bien sea como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o como medio 
principal cuando las vías de defensa judicial ordinarias no resultan 
idóneas ni eficaces para la protección de los derechos 
fundamentales trasgredidos. 
  
Es decir, el principio de subsidiariedad en el ámbito de la seguridad 
social implica que, por regla general, la acción de tutela no puede 
utilizarse para el reconocimiento y pago de acreencias pensionales, 
ya que existen mecanismos judiciales ordinarios con los que 
pueden debatirse dichos asuntos y que pueden presentarse ante la 
jurisdicción laboral, pues se trata de hechos originados en un 
contrato de trabajo.  
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Sin embargo, de acuerdo con las consideraciones generales 
referidas previamente, la procedencia de la acción de tutela para el 
reconocimiento de prestaciones pensionales se sujeta a las 
siguientes reglas: (i) procede como mecanismo transitorio, 
cuando a pesar de la existencia de un medio ordinario de defensa 
para el reconocimiento de la prestación, este no impide la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable, conforme a la especial 
situación del peticionario (ii) procede la tutela como mecanismo 
definitivo cuando el medio ordinario dispuesto para resolver las 
controversias, no es idóneo y eficaz, conforme a las especiales 
circunstancias del caso que se estudia. Además, (iii) cuando la 
acción de tutela es promovida por personas que requieren especial 
protección constitucional, como los niños y niñas, mujeres cabeza 
de familia, personas en condición de discapacidad, personas de la 
tercera edad, entre otros, el examen de procedibilidad de la acción 
de tutela es menos estricto, a través de criterios de análisis más 
amplios, pero no menos rigurosos. 
  
En ese sentido, las personas de la tercera edad se encuentran en 
una situación de debilidad e indefensión, por lo que requieren de 
una protección constitucional reforzada. Sin embargo, esta 
Corporación ha expresado que esa sola y única circunstancia no es 
suficiente para acreditar la procedencia de la acción de tutela para 
resolver asuntos sobre acreencias pensionales, por lo que se 
requiere la demostración probatoria del daño causado al actor, 
materializado en la vulneración de sus derechos fundamentales. 
  
Ahora bien, este Tribunal ha establecido que en materia de 
reconocimiento y pago de un bono pensional, la procedencia de la 
acción de tutela está condicionada a la verificación de las siguientes 
subreglas jurisprudenciales: i) El acceso a la pensión de vejez está 
supeditado a la expedición del bono pensional; o ii) El trámite para 
su expedición se ha prolongado excesivamente; o iii) La vía 
constitucional es utilizada para evitar un menoscabo en los 
derechos fundamentales al mínimo vital y a la dignidad 
humana…”.  (Sentencia Corte Constitucional , T 471, 2017) 
 
Así mismo en Sentencia T-480 del 24 de julio de 2017 el mismo Órgano de 
Cierre Constitucional  señaló  al respecto que: 
 
La procedencia excepcional de la acción de amparo para solicitar el 
reconocimiento de prestaciones económicas puede presentarse 
como mecanismo definitivo “(i) Cuando el presunto afectado no 
49 
disponga de otro medio de defensa judicial y (ii) Cuando existiendo, 
ese medio carece de idoneidad o eficacia para proteger de forma 
adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las 
circunstancias del caso concreto”. Por otro lado, la tutela puede 
proceder como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de 
un perjuicio irremediable, en cuyo caso, la protección se extenderá 
hasta que se profiera una decisión definitiva por el juez ordinario. 
En este evento, la Corte estableció que cuando se solicita el 
reconocimiento de derechos pensionales, el estudio de procedencia 
para determinar si se está ante la posible ocurrencia de un perjuicio 
irremediable debe tener en cuenta los siguientes elementos: (i) La 
edad del solicitante y si ese aspecto lo hace sujeto de especial 
protección constitucional, (ii) El estado de salud del accionante y de 
los miembros de su grupo familiar, (iii) Si existe un afectación a 
derechos fundamentales, especialmente el mínimo vital, (iv) La 
prueba de la afectación de sus garantías fundamentales, (v) Que el 
interesado haya desplegado una actividad administrativa y judicial 
mínima para la protección de sus derechos, (vi) Si se demuestra, 
siquiera de manera sumaria, que el medio judicial es ineficaz para 
lograr la protección inmediata e integral de los derechos 
fundamentales y (vii) Si el actor demuestra, aunque sea 
sumariamente, que cumple los requisitos para acceder a la 
prestación reclamada.(Sentencia Corte Constitucional , T 480, 
2017) 
 
Adicionalmente, en la sentencia T-808 de 2010, reiterada en la T-956 de 2014, 
la Corte Constitucional estableció que se debe tener en cuenta la presencia 
de varios elementos para determinar el carácter irremediable del perjuicio.  
  
En primer lugar, estableció que el daño debe ser inminente, es decir 
que está por suceder en un tiempo cercano, a diferencia de la mera 
expectativa ante un posible menoscabo. Este presupuesto exige la 
acreditación probatoria de la ocurrencia de la lesión en un corto 
plazo que justifique la intervención del juez constitucional. Es 
importante resaltar que la inminencia no implica necesariamente 
que el detrimento en los derechos este consumado. Asimismo, 
indicó que las medidas que se debían tomar para conjurar el 
perjuicio irremediable deben ser urgentes y precisamente la 
posibilidad de un daño grave evaluado por la intensidad del 
menoscabo material a los derechos fundamentales de una persona. 
En esa oportunidad, la Corte señaló que la gravedad del daño 
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depende de la importancia que el orden jurídico le concede a 
determinados bienes bajo su protección. 
  
Finalmente estableció que la acción de tutela debe 
ser impostergable para que la actuación de las autoridades y de los 
particulares sea eficaz y pueda asegurar la debida protección de los 
derechos comprometidos.  (Sentencia Corte Constitucional, T 956, 
2014) 
 
4.3 INCIDENCIA EN EL CASO CONCRETO 
 
La acción de tutela tiene una importante incidencia al salvaguardar los 
derechos fundamentales de aquellas personas previstas en el artículo 
2.2.14.5.8 del Decreto 387 del 26 de febrero de 2018, a través del cual se 
señala que a partir de su vigencia solo se podrán afiliar al Subsidio al Aporte 
para Pensión que adelanta el administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad 
Pensional cierto grupo poblacional; dando apertura a la tutela judicial efectiva 
del principio de dignidad, que gobierna la materialización de una calidad de 
vida que atraviesa todo el ordenamiento interno colombiano y las disposiciones 
internacionales. 
 
Lo anterior, es viable  para evitar un perjuicio irremediable, a la persona que 
con información inadecuada o incompleta, terminó afiliada al Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad y por faltarle menos de 10 años para 
pensionarse no puede regresar al Régimen de Prima Media por Prestación 
Definida, viéndose  limitada a los beneficios de los subsidios administrados por 
el Estado a través del Consorcio Colombia Mayor, en cumplimiento de los 
principios de solidaridad y universalidad; dicha situación es prevista al 
entender que ninguna de las administradoras de pensiones del régimen de 
ahorro individual actual cumplen con los requisitos del Art. 26 de la Ley 100 de 
1993,  ni con el Decreto 387 de 2018; así las cosas, la tutela evitaría la continua 
vulneración de derechos fundamentales de estas personas. 
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Además, siendo la tutela un mecanismo preferente y sumario, se destaca que 
es el medio judicial eficaz para lograr la protección inmediata e integral de los 
derechos fundamentales en estos casos; toda vez que el agotamiento de un 
Proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia, que por su naturaleza, goza 
de dos instancia mínimas y un potencial recurso extraordinario de casación, 
etapas cuya duración es superior a un año, contribuye a la violación de los 
derechos de estas personas, pues durante ese tiempo la situación económica 
de aquellas  desmejora, desprendiéndose una precaria subsistencia, situación 
que se agrava al entender que los referenciados subsidios no podrían ser 
reconocidos de forma retroactiva. 
 
Finalmente, se hace mención al pronunciamiento de la Corte Constitucional 
en la sentencia T-808 de 2010, reiterado en la T-956 de 2014, en las que se 
evidencian que en la situación prevista en líneas que anteceden por regla 
general, existe la presencia de varios elementos que determinan el carácter 
irremediable del perjuicio así: 
 
- Daño debe ser inminente: El daño se efectúa por la  falta de reconocimiento 
del subsidio pensional, por medio del Fondo de Solidad, a aquellas personas 
que se encuentran afiliadas al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad 
y que por faltarle menos de 10 años para cumplir la edad pensional no 
pueden  trasladarse al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, 
desconociéndose lo establecido en la disposiciones constitucionales, en el 
artículo 26 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 387 del 26 de febrero de  2018, 
normativas cuyo espíritu es atender a las personas de escasos recursos. 
 
- Las medidas que se deben tomar para conjurar el perjuicio irremediable 
deben ser urgentes: Toda vez que las limitaciones para acceder al subsidio 
pensional no solamente vulneran las condiciones mínimas de subsistencia, 
sino que también el principio de  dignidad que gobierna la carta política.  
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Por lo anterior, el daño en estos casos es de alta intensidad al menoscabar los 
derechos fundamentales de las personas que por su situación socioeconómica 
no pueden acceder a una pensión, lo que da paso a la procedencia 
excepcional de la acción de tutela, para evitar un perjuicio irremediable a 
aquellos individuos que no gozan de una estable situación económica que les 
permita sobrellevar una vida en condiciones dignas. 
 
Así entonces, una persona que actualmente se encontrare vinculada al 
régimen de ahorro individual con solidaridad y le faltaren menos de diez años 
para adquirir la edad pensional, y que al momento del traslado la referida 
entidad pensional NO le brindó la asesoría jurídica que exige la ley y que le 
permitiera a esta, decidir de manera libre e informada sobre cuál de los dos 
regímenes pensionales resultaba más benéfico para sus condiciones 
socioeconómicas, y posterior a este acto las sus condiciones lo llevaren a ser 
un beneficiario del fondo de solidaridad pensional, por perder la calidad de 
trabajador dependiente y encontrarse en estado de desempleo, lo ubican como 
sujeto de especial protección del Estado.  
 
Al solicitar beneficios subsidiado y administrados por el CONSORCIO 
COLOMBIA MAYOR para continuar con las cotizaciones al sistema de 
seguridad social en pensiones, encuentra un impedimento en la ley, toda vez 
que los beneficios del régimen subsidiado en pensiones, sólo se encuentran 
determinados para los afiliados al régimen de prima media con prestación 
definida; pues las actuales entidades del Régimen de Ahorro Individual, no 
cumplen con los postulados del Artículo 26 de la Ley 100 de 1993, y esta 
persona afiliada al régimen de ahorro individual, ante tal barrera legal, al 
solicitar el traslado de régimen pensional, a la administradora colombiana de 
pensiones COLPENSIONES, el mismo administrativamente le será negado 
bajo el argumento de encontrarse a diez años o menos del requisito de tiempo 
para pensionarse.  
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De esta manera, ante la errada e incompleta información brindada, por el fondo 
de pensiones privado, el ciudadano no encuentra solución jurídica alguna que 
no violente y vulnere su libre acceso al sistema de seguridad social en 
pensiones, toda vez que sus condiciones económicas impiden, continuar 
efectuando cotizaciones al sistema de su propio pecunio, y con ello, vislumbra 
nugatorio el acceso a la adquisición de un derecho pensional en el futuro. 
 
Es por ello, que la única posibilidad jurídica a la que puede acceder el 
ciudadano es solicitar la nulidad del traslado del régimen pensional, nulidad 
que se debe solicitar ante un Juez Laboral del Circuito, bajo el agotamiento del 
trámite de un Proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia, puesto que es 
éste el mecanismo idóneo para el reclamo de la referida pretensión. Lo que no 
es  menos cierto, es que existen razones fundantes sobre las cuales se edifica 
el camino del acceso a la declaratoria nulidad en sede de tutela, tomando en 
cuenta que por subsidiaridad y como requisito de procedibilidad, aun 
existiendo otra vía, ésta acortaría las posibilidades de los ciudadanos en estas 
condiciones, de acceder a los beneficios económicos otorgados por el régimen 
subsidiado de pensión administrado por el CONSORCIO COLOMBIA 
MAYOR, debido a la temporalidad de los mismos, pues ellos sólo pueden ser 
exigidos, hasta determinada edad. 
 
El desconocerse la temporalidad y parcialidad, de los subsidios pensionales, 
y someter al afiliado al agotamiento de un proceso ordinario laboral de primera 
instancia le hará perder tiempo de cotización que para el sistema pensional 
resulta de vital importancia, toda vez que si se inicia un proceso ordinario este 
como ya se mencionó tiene una duración legal de 242 días, la cual en la vida 
real es superada con procesos de hasta 5 años, es decir un equivalente a 60 
meses de subsidio, que equivaldrían a 250 semanas de cotización que se 
perdieron con la duración del proceso y que no podrán ser reclamadas de 
forma retroactiva, para finalmente terminar siendo aceptado con sentencia 
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judicial por el régimen de prima media con prestación definida, pero habiendo 
llegado a las edades máximas de subsidio y perdiendo así con mayor ahínco 
las posibilidades de pensionarse, generando un mayor nivel de violación a los 
derechos fundamentales que se han invocado y al principio de la confianza 
legítima que se tiene para con el Estado.   
 
Agotar un proceso ordinario en el caso de los sujetos mencionados, implicaría 
agotar una vía ordinaria de en apariencia dos instancias obligatorias y la 
expectativa de un recurso extraordinario de casación, que, si queremos 
establecer promedios de tiempo de duración de los referidos, podrían 
tomarnos aproximadamente cinco años, tiempo, respecto del cual, los 
ciudadanos cada mensualidad perderá una oportunidad de acceder al subsidio 
pensional administrado por el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, beneficios 
que adicionalmente no podrían exigirse de forma retroactiva. 
 
De igual manera, podría establecerse como una razón fundante de negación 
de la declaratoria de nulidad del traslado de régimen pensional, el hecho de 
existir la posibilidad en el régimen de ahorro individual de acceder a una 
garantía de pensión mínima de vejez, capital que podría ser subsidiado en 
algún momento por el MINISTERIO DE HACIENDA, debiendo aclararse como 
se referenció en párrafos anteriores que solo podrán acceder al referido 
beneficio, los afiliados que hayan acumulado como mínimo mil ciento 
cincuenta (1150) semanas de cotización, semanas a las cuales le es imposible 
acceder sino tiene un beneficio subsidiado por el Estado, pues sus condiciones 
económicas son de precariedad y requiere de una subvención estatal para el 
lleno de los requisitos mínimos de pensión, es por esto que no es la garantía 
mínima de pensión, una protección que siquiera se encuentre en condiciones 
de desplazar los subsidios periódicos y sistemáticos administrados por Fondo 
de Solidaridad Pensional. 
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Otra de las condiciones jurídicas existentes que podría tomarse como un factor 
adverso a la tesis aquí planteada y que adicional a ello, contribuiría a la 
negación por tutela seria la existencia de los BEPS (beneficios económicos 
periódicos), mismos que fueron creados en el año 2013 y que con el fin de 
continuar su proceso de desarrollo, dentro de la misma norma que limito la 
afiliación a los subsidios administrados por el CONSORCIO COLOMBIA 
MAYOR, se estableció la posibilidad de que se efectuará el traslado de los 
dineros ahorrados en el sistema general de pensiones al programa ya 
referenciado.  
Aunque parece entonces que esta podría ser una solución jurídica valedera a 
los planteamientos facticos esbozados en mi tesis y que se le otorga una 
potencial cobertura jurídica a los sujetos de la investigación, ello no es del todo 
cierto, toda vez que me permitiré presentar las razones por las cuales no es 
de recibo esta teoría:  
Los mencionados beneficios económicos, reglamentados por el Decreto 604 
de 2003, fueron definidos por la Ley de la siguiente forma: ARTÍCULO 
2o. DEFINICIÓN. <Artículo compilado en el artículo 2.2.13.1.2 del Decreto 
Único Reglamentario 1833 de 2016. Debe tenerse en cuenta lo dispuesto 
por el artículo 3.1.1 del mismo Decreto 1833 de 2016> Los Beneficios 
Económicos Periódicos son un mecanismo individual, independiente, 
autónomo y voluntario de protección para la vejez, que se ofrece como parte 
de los Servicios Sociales Complementarios y que se integra al Sistema de 
Protección a la Vejez, con el fin de que las personas de escasos recursos que 
participen en este mecanismo, obtengan hasta su muerte un ingreso periódico, 
personal e individual.  
De la mencionada definición se observa con claridad que ellos resultan ser un 
beneficio que se integra al sistema de protección a la vejez, dejando desde su 
definición sin amparo las otras dos coberturas a las que se les daría prioridad 
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de continuarse en calidad de afiliado, con los subsidios del FONDO DE 
SOLIDARIDAD PENSIONAL, las cuales son la protección a la invalidez de 
origen común y la potencial cobertura al núcleo familiar del cotizante con el 
reconocimiento de una pensión de sobrevivientes, concluyéndose entonces 
que la INVALIDEZ y la MUERTE, como contingencias se encontrarían 
absolutamente desprovistas de amparo, pues para ello solo contempla el 
programa la figura de los micro seguros a las familias o al afiliado, seguros que 
no se equipararían nunca a una pensión.  
Así mismo, se debe dejar evidenciado que la cobertura de los referenciados 
beneficios es de carácter voluntaria, es decir que si el afiliado del sistema de 
seguridad social en pensiones, cuenta con otra posibilidad estatuida en la ley 
y de condiciones jurídicas preexistentes, este puede optar por aquella 
prerrogativa que le otorgue mayores niveles de protección y favorabilidad, en 
cada caso particular y concreto, debiéndose aclarar que la posibilidad de que 
los mencionados subsidios fuesen administrados por entidades de ahorro 
individual es una condición existente en la ley pero con vocación de ineficacia 
en la vida práctica, lo que conlleva al afiliado a encontrar opciones de amparo 
y protección a los derechos fundamentales mencionados a lo largo de este 
trabajo.   
Ahora bien, de igual forma no debe perderse de vista que los mencionados 
beneficios periódicos no ostentan la calidad de mesada pensional, por lo que 
de suyo distan en su alcance con el anhelo de lo pretendido por aquellos 
sujetos que buscan en el subsidio la posibilidad no solo de alcanzar una 
condición económica de subsistencia para la vejez, sino un ingreso que 
permita mantener las condiciones de mínimo vital, tomando en cuenta que 
fueron siempre afiliados del sistema general de pensiones, y bajo lo gobernado 
en el principio de la confianza legítima, esperan obtener una mesada pensional 
que corresponda como mínimo al equivalente de un salario mínimo mensual 
legal vigente, condición que no se lograría con la figura jurídica bajo estudio, 
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pues tal como lo referencia el ARTÍCULO 7o. CÁLCULO DEL VALOR DEL 
INCENTIVO PERIÓDICO. <Artículo compilado en el artículo 2.2.13.4.2 del 
Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016. Debe tenerse en cuenta lo 
dispuesto por el artículo 3.1.1 del mismo Decreto 1833 de 2016> El valor 
del subsidio periódico que otorga el Estado, será igual al veinte por ciento 
(20%) del aporte realizado por el beneficiario del Servicio Social 
Complementario de Beneficios Económicos Periódicos. Es decir, por cada cien 
pesos ($100) que una persona aporte en el respectivo año, le corresponderán 
veinte pesos ($20) adicionales considerados como el subsidio periódico que 
otorga el Estado, lo cual se complementa con el ARTÍCULO 
12. DESTINACIÓN DE RECURSOS DEL SERVICIO SOCIAL 
COMPLEMENTARIO DE BENEFICIOS ECONÓMICOS PERIÓDICOS. 
<Artículo compilado en el artículo 2.2.13.5.2 del Decreto Único 
Reglamentario 1833 de 2016. Debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 3.1.1 del mismo Decreto 1833 de 2016>  <Artículo modificado por el 
artículo 3 del Decreto 2983 de 2013. El nuevo texto es el siguiente:> El 
beneficiario, una vez cumpla los requisitos establecidos en el artículo anterior, 
podrá destinar los recursos para: 1. Contratar a través de la administradora del 
mecanismo BEPS, en forma irrevocable con una compañía de Seguros de 
Vida legalmente constituida, una anualidad vitalicia pagadera bimestralmente 
y hasta su muerte, con cargo a los recursos ahorrados, los rendimientos 
generados y el incentivo o subsidio periódico a que haya lugar. Este beneficio 
no podrá superar el ochenta y cinco por ciento (85%) de un salario mínimo 
mensual legal vigente y se ajustará cada año de acuerdo con la variación 
porcentual del Índice de Precios al Consumidor certificada por el DANE para 
el año inmediatamente anterior. 
La mencionada suma de dinero, lograría en contrario a lo esperado por el 
afiliado, una precarización de sus condiciones al futuro, ocasionando con ello 
una afectación no solo a este, sino a su núcleo familiar en calidad de 
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beneficiarios indirectos de las mencionadas condiciones de desprotección, sin 
dejar de la lado lo antes mencionado para la INVALIDEZ y la MUERTE. 
Como argumento final, y no menos importante radica en la afiliación al sistema 
de seguridad social en salud, toda vez que si se lograra el reconocimiento de 
una pensión, los beneficiarios de la misma tendrían la obligación de contribuir 
al sistema de seguridad social en salud, dándoles así a sus beneficiarios la 
posibilidad de hacer parte del sistema con una contribución, caso contrario al 
que ocurre en los beneficiarios de los BEPS, que no le generan contribución 
al sistema de salud, pues estos ostentan la calidad de afiliados al régimen 
subsidiado o son beneficiarios de alguien que contribuye, es decir requieren 
entonces un mayor nivel de protección en el tiempo, es por estas razones que 
no serían los BENEFICIOS ECONOMICOS PERIODICOS, una protección que 
siquiera se encuentre en condiciones de desplazar los subsidios periódicos y 
sistemáticos administrados por Fondo de Solidaridad Pensional. 
 
No está de menos, recordar  que la seguridad social como mandato 
constitucional, se ordenó prestar cumpliendo con el principio de la 
universalidad y bajo las condiciones en las que hoy se encuentran estos 
afiliados, la ley está violentando este principio constitucional, imponiendo 
barreras de acceso a garantías propias de un Estado Social de Derecho, 
recordando de igual manera que, con estas condiciones se impide la 
continuidad de sus cotizaciones por las limitaciones  legales ya referenciadas, 
por lo anterior es viable permitir resolver la condición subsidiaria con la 






1. La Seguridad Social Integral es un servicio público de carácter obligatorio 
que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en 
sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 
términos que establezca la Ley. 
 
2. El principio de Universalidad, previsto en el artículo 2 de la Ley 100 de 
1993, es la extensión de la prestación del Servicio de Seguridad Social 
Integral a todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las 
etapas de la vida. 
 
3.  El bienestar del individuo es responsabilidad del colectivo social, y su 
límite está determinado por el momento en que haya resuelto el problema 
de bienestar, aspectos que son de relevancia a la hora de la aplicación del 
principio de universalidad; pues todos los ciudadanos deberían ser 
titulares de un estándar de vida decente y que todos los derechos de la 
ciudadanía deben ser garantizados incondicionalmente por la intervención 
activa del Estado. 
 
4. Mediante la Constitución Política Colombiana, los tratados internacionales 
debidamente ratificados por Colombia, la Ley 100 de 1993, y los Decretos 
Reglamentarios 3771 de 2007, 4944 de 2009 y 1833 de 2016 se reguló la 
administración y funcionamiento del Fondo Solidaridad Pensional en 
Colombia, el cual se creó inicialmente como una cuenta especial, pero a 
través de la Ley 797 de 2003, se adicionó como una subcuenta de 
subsistencia al Fondo de Solidaridad Pensional, destinada a la protección 
de las personas en estado de indigencia o de pobreza extrema; Así las 
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cosas, en la actualidad el Fondo de Solidaridad Pensional, está 
conformado por dos subcuentas una de solidaridad y otra de subsistencia. 
 
5.  Uno de los Fines esenciales del Estado es asegurar el cumplimiento de 
los derechos de los particulares, que para el caso que hoy ocupa nuestra 
atención, se establece por medio del reconocimiento de un subsidio 
pensional que contribuye a la calidad de vida de cierto grupo poblacional. 
 
6. El artículo 26 de la Ley 100 de 1993, señala entre otros aspectos que,  Los 
beneficiarios de los subsidios pensionales podrán escoger entre el 
Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida y el Régimen 
de Ahorro Individual con Solidaridad, situación que en la dinámica 
operativa no se cumple, exigiéndose como requisito encontrarse afiliado 
al primero de ellos, tal como se expuso en la intervención del Ministerio de 
Trabajo expuesta por la Corte Constitucional en  Sentencia C 081 de 2018. 
 
7. El artículo 2.2.14.5.8 del Decreto 387 del 26 de febrero de 2018, a través 
del cual se señala  que a partir de su vigencia solo se podrán afiliar al 
Subsidio al Aporte para Pensión que adelanta el administrador fiduciario 
del Fondo de Solidaridad Pensional cierto grupo poblacional, disposición 
que cuenta con una eficacia enunciativa, toda vez que en la práctica no 
tiene aplicabilidad, permitiéndose la vulneración de los derechos de la 
mencionada población.  
 
8. La acción de tutela es un mecanismo procedente, para evitar el perjuicio 
irremediable a las personas que a pesar de que estén incluidas en las 
excepciones descritas en el artículo 2.2.14.5.8 del Decreto 387 del 26 de 
febrero de 2018, no pueden acceder al subsidio pensional, por no cumplir 
con el requisito  establecido en la práctica, el cual es encontrarse afiliado 
al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, Régimen al cual no 
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pueden acceder, por las limitaciones impuestas por la Ley, entre otras, 
faltarle menos de 10 años para cumplir la edad pensional, a sabiendas que 
en la mayoría de estos casos el traslado de Régimen se efectuó sin la 
correspondiente información que exige la ley sobre los beneficios y 
perjuicios de la referida decisión; desconociéndose las disposiciones 
constitucionales y el artículo 26 de la Ley 100 de 1993;  pues de lo contrario 
se permitiría la continua violación de los derechos de corte fundamental, 
al establecerse que el único mecanismo judicial que se ha estudiado como 
idóneo es el agotamiento de un Proceso Ordinario Laboral de Primera 
Instancia, que por su naturaleza, goza de dos instancia mínimas y un 
potencial recurso extraordinario de casación, etapas que albergarían una 
duración superior a un año, contrario a lo que ocurre con la tutela que es 
una acción preferente y sumaria, en la que ningún caso podrán transcurrir 








Bloque de Constitucionalidad, Derechos Humanos y Procesal Penal.   
(Consejo Superior de la Judicatura, 2008). 
 
 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. (Escuela Judicial 
"Rodrigo Lara Bonilla", 2008). 
 
 
Ministerio del Trabajo, Preguntas Frecuentes- Sistema General de Pensiones, 
sus Regímenes y los Requisitos de Aceso a las Prestaciones. (s.f.). 
 
 




Pérez, A. R. (2016). Aasimetría de la Información y la Libre Elección en las 
Modalidades Pensionales. Bogotá. 
 
 
Progresividad en Asuntos de Seguridad Social y Laborales: Aproximación a la 
Doctrina y la Jurisprudencia Constitucional, Universidad Externado de 




Régimen Subsidiado Pensional en Colombia: Un Análisis desde la Eficacia del 
Principio de Universalidad. (2013). 
 
 








Sánchez, S. J. (2015). El Régimen Pensional. Ibañez. 
 
 
Seguridad Social para Todos, Una Inversión en la Justicia Social y en el 
Desarrollo Económico- Campaña Mundial Sobre Seguridad Social y 
Cobertura para todos del departamento de Seguridad Social. (OIT 2009). 
 
 
Seguridad Social, Colegio de Abogados del Trabajo. (2014). Ibañez .  
 
 
Servicios Sociales Complementarios en Colombia, Análisis Jurídico . (s.f.). En 





Corte Constitucional. Sentencias  
 417, 2017. 
 043, 2016. 
 067, 2003. 
 967 de 2003. 
 Rad 081, 2018. 
 Rad 630, 2015. 
 Rad 1008, 2012. 
 Rad.1024, 2004. 
 T-471, 2017. 
 T-480, 2017. 
 T-571, 2015. 
 T-956, 2014. 
 T-230, 2013. 
 T-225, 1993. 
 
 
Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral.  
 Rad. No. 46292, 2014. 







Constitución Polìtica de Colombia . (1991). 
 
 
Decreto 1833. (2016). 
 
 
Decreto 3771. (2007). 
 
 
Decreto 387 (2018). 
 
 
Decreto 4944. (2009). 
 
 
Ley 100 (1993). 
 
 
Ley 797. (2003). 
 
 

















ESTRUCTURA DEL PROCESO ORDINARIO LABORAL  
PRIMERA 
INSTANCIA 
(ARTÍCULOS 74 AL 




(ARTÍCULOS 82 AL 
85ª DEL CÓDIGO 
PROCESAL DEL 
TRABAJO) 
RECURSO DE CASACIÓN                                                     
(ARTÍCULOS  86 AL 99 DEL CÓDIGO 
PROCESAL DEL TRABAJO) 
TRASLADO DE LA 
DEMANDA.                                             
Por un término común 
de diez (10) días. 
AUDIENCIA DE 
TRÁMITE Y FALLO 
EN SEGUNDA 
INSTANCIA                                  
Ejecutoriado el auto 
que admite la apelación 
o la consulta, se fijará 
la fecha de la audiencia 
para practicar las 
pruebas. 
SENTENCIAS SUSCEPTIBLES DEL 
RECURSO                                     
Procesos cuya cuantía exceda de ciento veinte 
(120) veces el salario mínimo legal mensual 
vigente. 
DEMANDA DE 
RECONVENCIÓN:                                   
De ella se dará 
traslado común por 
tres días al 
reconvenido y al 




PRUEBAS.                  
       Si en la audiencia 
no fuere posible 
practicar todas las 
pruebas, citará para 
una nueva con ese fin, 
que deberá celebrarse 
dentro de los diez (10) 
días siguientes. 
 
PLAZO PARA INTERPONER EL RECURSO.        
El  recurso de casación podrá interponerse de 
palabra en el acto de la notificación, o por 
escrito dentro de los cinco días siguientes. 
Interpuesto de palabra, en la audiencia, allí 
mismo se decidirá si se otorga o se deniega. Si 
se interpone por escrito se concederá o 










LITIGIO.   
Audiencia pública que 
deberá celebrarse a 
más tardar dentro de 
los tres (3) meses 
siguientes a la fecha 
de notificación de la 
demanda. 
 ADMISIÓN DEL RECURSO.                      
               Repartido el expediente en la corte, la 
sala, dentro de los veinte días hábiles 
siguientes, decidirá si es o no admisible el 
recurso. Si fuere admitido, dispondrá el 
traslado al recurrente o recurrentes para que 
dentro de este término presenten las 
demandas de casación. En caso contrario se 
procederá a la devolución del expediente al 
sentenciador de origen. 
Presentada en tiempo la demanda de 
casación, la sala resolverá si se ajusta a los 
requisitos antes señalados. Si así lo hallare 
ordenará el traslado de ella a quienes no sean 
recurrentes, por quince días hábiles a cada 
uno, para que formulen sus alegatos. 
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Si antes de la hora 
señalada para la 
audiencia, alguna de 
las partes presenta 
prueba siquiera 
sumaria de una justa 
causa para no 
comparecer, el juez 
señalará nueva fecha 
para celebrarla, la 
cual será dentro de 
los cinco (5) días 
siguientes a la fecha 
inicial. 
 TRASLADOS.                                                   
                   Admitido el recurso se mandará a 
dar traslado al recurrente por veinte días para 
que formule la demanda de casación y al 





   Habrá de celebrarse 
dentro de los tres (3) 






y fijación del litigio. 
 DECLARATORIA DE DESERCIÓN. 
Vencido el plazo del traslado sin que se haya 
fundado el recurso, el tribunal lo declarará 
desierto, condenará en costas al recurrente y 
ordenará devolver el expediente al tribunal o 
juzgado de origen. 
  AUDIENCIA.                                                         
  Expirado el término del traslado al opositor, 
se señalará día y hora con el fin de oír a las 
partes en audiencia pública, si alguna de ellas 
lo solicitare dentro de los tres días siguientes, 
para lo cual el expediente permanecerá en la 
secretaría por dicho término. 
  TÉRMINO PARA FORMULAR PROYECTO.                                          
 Expirado el término para solicitar audiencia, o 
practicada esta sin que haya sido proferido el 
fallo, los autos pasarán al ponente para que 
dentro de veinte días formule el proyecto de 
sentencia que dictará el tribunal dentro de los 
treinta días siguientes. 
 
 
